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Las modificaciones del reglamento de revisión en vía administrativa 
tributaria

CARLOS GÓMEZ JIMÉNEZ. Subdirector General de Tributos. Inspector de Hacienda del Estado. 

1.- Introducción
2.- Modificaciones en el reglamento relacionadas con el ámbito internacional
3.- Procedimiento de revocación
4.- Suspensión
5.- Obligaciones tributarias conexas
6.- Organización y competencias
7.- Procedimiento abreviado
8.- Cuantía y costas
9.- Acumulación
10.- Notificaciones
11.- Recursos

El presente trabajo tiene como objetivo efectuar un análisis eminentemente descriptivo del Real Decreto 1073/2017, de 29 
de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, publicado 
el día 30 de diciembre en el boletín oficial del Estado.

1. Introducción

La modificación normativa del Reglamento general de desa-
rrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado 
por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, en adelante 
RRVA, tiene como principales objetivos señalados en la ex-
posición de motivos:
• La adaptación de la normativa reglamentaria a las mo-

dificaciones legales que en el ámbito de revisión admi-
nistrativa tributaria se produjeron por la aprobación de 
la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de 
la normativa tributaria y presupuestaria y de adecua-
ción de la normativa financiera para la intensificación 
de las actuaciones en la prevención y lucha contra el 
fraude introdujo en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,  

General Tributaria, orientadas a diversos objetivos 
como el reforzamiento de la seguridad jurídica, la re-
ducción de la litigiosidad o el incremento de la eficacia 
administrativa.

• Satisfacer la necesidad de adaptación del RRVA a la 
modificación del régimen administrativo general efec-
tuado por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedi-
miento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, especialmente en el impulso de los medios 
electrónicos.

• Por último, la norma intenta responder a diversas mo-
tivaciones de carácter técnico, al margen de la adapta-
ción a las leyes mencionadas. 

Los cambios operados en el RRVA se podrían clasificar a 
efectos expositivos en los siguientes grupos:
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1. Modificaciones en el reglamento relacionadas con el 
ámbito internacional.

2. Procedimiento de revocación.
3. Suspensión.
4. Obligaciones tributarias conexas.
5. Organización y competencias.
6. Procedimiento abreviado.
7. Cuantía y costas.
8. Acumulación.
9. Notificaciones.
10. Recursos.
A continuación, pasaremos a exponer las modificaciones 

del reglamento teniendo en cuenta la clasificación anterior.

2. Modificaciones en el reglamento 
relacionadas con el ámbito internacional

Estas modificaciones se concretan en dos:
• Los procedimientos de revisión quedan suspendidos 

por la tramitación de los procedimientos amistosos 
previstos en los convenios y tratados internacionales 
previendo la norma que la autoridad española compe-
tente debe comunicar dicha circunstancia al órgano 
revisor (art. 2 bis).

• Se desarrolla reglamentariamente la tramitación de la 
cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (art. 58 bis).

Seguidamente pasaremos a exponer dichas modificaciones.

2.1  Suspensión de los procedimientos 
administrativos como consecuencia de la 
tramitación de los procedimientos amistosos 
previstos en los convenios o tratados 
internacionales (art. 2 bis)

Se introduce un nuevo artículo 2 bis, con la siguiente re-
dacción:
«Artículo 2 bis. Suspensión del procedimiento de revisión 
en caso de procedimiento amistoso.

En aquellos casos en que, de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional vigésimo primera de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, haya de procederse 
a la suspensión de un procedimiento de revisión de los re-
gulados en su título V, como consecuencia de la tramitación 
simultánea de un procedimiento amistoso sobre las mis-
mas cuestiones, la autoridad competente española a que 
se refiere el artículo 2 del Reglamento de procedimientos 
amistosos en materia de imposición directa, aprobado por 
Real Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre, comunicará 
al órgano revisor los recursos administrativos o judiciales 
interpuestos por el solicitante o por las demás partes im-
plicadas que consten en la solicitud de inicio del procedi-
miento amistoso o cualquier otro recurso de los que tuviese 
conocimiento.

Asimismo, dicha autoridad competente comunicará al 
órgano de revisión la terminación del procedimiento amis-
toso, adjuntando copia del acuerdo de terminación, a los 
efectos de proceder a alzar la suspensión del procedimiento 
de revisión y de su resolución.»

Esta modificación normativa tiene su origen en la dispo-
sición adicional vigésimo primera de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, en adelante LGT, que prevé 
la suspensión de los procedimientos de revisión regulados 
en el título V de la LGT en caso de tramitación de un pro-
cedimiento amistoso de los previstos en los Convenios o 
tratados internacionales en materia fiscal.

El precepto desarrolla el procedimiento de tramitación en 
estos casos que tendrá como principal efecto la suspensión 
del procedimiento de revisión. En este sentido, la autoridad 
competente para la tramitación del procedimiento amistoso 
deberá comunicar al órgano competente del procedimiento 
de revisión la tramitación de dicho procedimiento amistoso 
a efectos de que los suspenda el procedimiento de revisión. 
Posteriormente, la propia autoridad competente deberá co-
municar al mismo órgano la terminación del procedimiento 
amistoso, adjuntando la propia copia del acuerdo de termi-
nación, para que el órgano revisor pueda alzar la suspen-
sión del procedimiento de revisión. 

2.2. Desarrollo reglamentario de la tramitación de la 
cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea (art. 58 bis)

Se introduce un nuevo artículo 58 bis, con la siguiente re-
dacción:
«Artículo 58 bis. Cuestión prejudicial.
1. Cuando de oficio el Tribunal entienda que procede el plan-

teamiento de una cuestión prejudicial de las previstas en 
el artículo 237.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, concederá un plazo de 15 días al re-
clamante y al órgano competente de la Administración 
tributaria que dictó el acto impugnado para que formulen 
alegaciones en relación exclusivamente con la oportuni-
dad de dicho planteamiento, acompañando al escrito de 
concesión del plazo para alegaciones una moción razo-
nada sobre los motivos por los que el Tribunal estima 
que procede su planteamiento. Si el planteamiento de la 
cuestión prejudicial ha sido solicitado por el reclamante, 
concederá igual plazo al órgano competente de la Admi-
nistración tributaria autora del acto.

Si una vez planteada la cuestión prejudicial, el Tribu-
nal Económico-administrativo entendiese necesaria la 
presentación de alegaciones complementarias o refor-
mulaciones de la cuestión prejudicial, o el desistimiento 
de la misma, concederá un plazo común de 10 días al 
reclamante y al órgano competente de la Administración 
tributaria autora del acto para que aleguen lo que estimen 
oportuno, acompañando moción razonada al respecto.
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2. Una vez planteada la cuestión prejudicial, el Tribunal noti-
ficará dicha circunstancia al reclamante y al órgano com-
petente de la Administración tributaria autora del acto así 
como la suspensión del procedimiento económico-admi-
nistrativo. Asimismo, tales circunstancias se notificarán  
al reclamante y al órgano competente de la Administra-
ción autora del acto, cuando se trate de otros procedi-
mientos económico-administrativos para cuya reso-
lución sea preciso conocer el resultado de la cuestión 
prejudicial distintos de aquel en cuyo seno se ha plantea-
do la misma, pudiéndose acordar la suspensión previo 
trámite de alegaciones por plazo de 15 días concedido al 
reclamante y al órgano competente de la Administración 
autora del acto.

3. A los efectos de entender recibida en el órgano económi-
co-administrativo competente la resolución de la cues-
tión planteada se entenderá que ello se ha producido con 
la publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea de 
la versión en castellano de la sentencia. El levantamiento 
de la suspensión se notificará al reclamante y al órga-
no competente de la Administración tributaria autora del 
acto de cada uno de los procedimientos que hayan sido 
objeto de suspensión como consecuencia del plantea-
miento de la cuestión prejudicial.

4. A los efectos de la Administración tributaria del Estado 
se considerarán órganos competentes los Directores de 
Departamento de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria en materias de su competencia.»
En cumplimiento del mandato legal del artículo 237.3 de 

la LGT se desarrolla reglamentariamente la tramitación de la 
cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea.

Cuando de oficio el Tribunal entienda que procede el plan-
teamiento de una cuestión prejudicial concederá un plazo 
de 15 días al reclamante y al órgano competente de la Admi-
nistración tributaria que dictó el acto impugnado para que 
formulen alegaciones. Si el planteamiento de la cuestión 
prejudicial ha sido solicitado por el reclamante, concederá 
igual plazo a dicho órgano de la Administración tributaria 
autora del acto. Puede existir un plazo adicional de alega-
ciones de 10 días.

Una vez planteada la cuestión, el Tribunal notificará dicha 
circunstancia al reclamante y al órgano competente de la 
Administración tributaria autora del acto que hubiera dado 
lugar  a la cuestión prejudicial así como la suspensión del 
procedimiento económico-administrativo. Asimismo, ta-
les circunstancias se notificarán a otros reclamantes y al 
órgano competente de la correspondiente Administración 
tributaria autora de los actos cuando la resolución de la 
cuestión prejudicial pueda afectar a otros procedimientos 
económico-administrativos en los que tenga incidencia la 
resolución de la cuestión prejudicial, pudiéndose acordar la 
suspensión previo trámite de alegaciones por plazo de 15 

días concedido al reclamante y a la Administración autora 
del acto.

Por último, a los efectos de entender recibida la reso-
lución de la cuestión planteada, se entenderá que ello se 
ha producido con la publicación en el Diario Oficial de la 
Unión Europea de la versión en castellano de la sentencia, 
produciéndose el levantamiento de la suspensión que se 
notificará al reclamante y al órgano competente de la Admi-
nistración tributaria autora del acto así como a los órganos 
competentes de cada uno de los procedimientos que hayan 
sido objeto de suspensión.

En el ámbito de la Administración tributaria del Estado se 
considerarán órganos competentes a los efectos anteriores, 
los Directores de Departamento de la Agencia Estatal de Ad-
ministración tributaria en el ámbito material propio de sus 
competencias.

3. Procedimiento de revocación

Se modifica el apartado 4 del artículo 11, que queda redac-
tado de la siguiente forma:
«4. Concluido el trámite de audiencia, el órgano compe-

tente para tramitar el procedimiento formulará la 
propuesta de resolución. Formulada la propuesta, el 
órgano competente para tramitar deberá solicitar un 
informe del órgano con funciones de asesoramiento 
jurídico sobre la procedencia de la revocación.»

La normativa hasta ahora vigente señalaba que en el pro-
cedimiento de revocación el informe del servicio jurídico 
era previo a la elaboración de la propuesta de resolución del 
procedimiento. De modo que el servicio jurídico competen-
te desconocía la totalidad de los elementos de juicio que el 
órgano competente para la elaboración de la propuesta de 
resolución iba a tener en cuenta a efectos del dictado de la 
misma. En este sentido, se modifica la norma, alineando 
el procedimiento de revocación con otros procedimientos 
de revisión, por ejemplo, el procedimiento de declaración 
de lesividad. Asimismo, tal solución sigue la regla general 
establecida en el artículo 25 del Reglamento del Servicio Ju-
rídico del Estado, aprobado por el Real Decreto 997/2003, 
de 25 de julio.

4. Suspensión

En la modificación del RRVA se introducen una serie de 
cambios que inciden en el régimen de la suspensión de los 
actos. Dichas modificaciones son las siguientes:
• Suspensión de sanciones tributarias como conse-

cuencia de su impugnación por los responsables (art. 
25.1.párrafo quinto y 39.3).

• La suspensión de las sanciones anteriores no afecta-
rá a las actuaciones recaudatorias que ya se hubieran 
adoptado (art. 25.1 y 39.3).
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• El importe de la garantía de la suspensión debe cubrir 
los recargos (art. 25.3 y 41.1) 

Las modificaciones anteriores tienen su reflejo en los 
cambios de redacción de los artículos 25, 39 y 41 que se 
pasan a reproducir a continuación (en negrilla los cambios 
concretos respecto de la anterior normativa).

«1. La mera interposición del recurso de reposición no 
suspenderá la ejecución del acto impugnado.

No obstante, a solicitud del interesado se suspenderá la 
ejecución del acto impugnado en los siguientes supuestos:
a) Cuando se aporte alguna de las garantías previstas en 

el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, en los términos previstos en este ar-
tículo.

b) Sin necesidad de aportar garantía, cuando se aprecie que 
al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, ma-
terial o de hecho.
Asimismo, tratándose de sanciones que hayan sido obje-

to de recurso de reposición por los interesados, su ejecu-
ción quedará automáticamente suspendida en periodo vo-
luntario sin necesidad de aportar garantías hasta que sean 
firmes en vía administrativa. 

No se suspenderán con arreglo a esta letra las respon-
sabilidades por el pago de sanciones tributarias previstas 
en el artículo 42.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

La suspensión no afectará a las actuaciones de recau-
dación que se hubieran producido hasta ese momento.»

«2. La solicitud de suspensión con aportación de las ga-
rantías que señala el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria suspenderá el procedi-
miento de recaudación relativo al acto recurrido.

El recurrente podrá solicitar la suspensión cuyos efectos 
se limitarán al recurso de reposición.

Las garantías que se constituyan podrán extender su efi-
cacia, en su caso, a la vía económico-administrativa pos-
terior. En este caso, la garantía mantendrá sus efectos en 
el procedimiento económico-administrativo en todas sus 
instancias.

Asimismo, si el interesado lo considera conveniente, y 
sin perjuicio de la decisión que adopte el órgano judicial 
en la pieza de medidas cautelares, la suspensión podrá so-
licitarse con extensión de sus efectos a la vía contencioso-
administrativa.

La garantía aportada, en el caso de las obligaciones 
conexas reguladas en el artículo 224.5 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, extenderá sus 
efectos a las cantidades que en su caso debieran rein-
tegrarse, como consecuencia de la estimación total o 
parcial del recurso que hubiera llevado aparejada la co-
rrespondiente devolución conexa.»

«3. La garantía deberá cubrir el importe del acto impug-
nado, los intereses de demora que genere la suspensión  

y los recargos que procederían en caso de ejecución de 
la garantía.

Cuando la garantía consista en depósito de dinero o valores 
públicos, los intereses de demora serán los correspondien-
tes a un mes si cubre sólo el recurso de reposición. Si exten-
diese sus efectos a la vía económico-administrativa, deberá 
cubrir además el plazo de seis meses si el procedimiento de 
la reclamación es el abreviado, de un año si el procedimiento  
de la reclamación es el general y de dos años si la resolu-
ción es susceptible de recurso de alzada ordinario.»

Se modifica el apartado 3 del artículo 39, que queda re-
dactado de la siguiente forma:

«3. Tratándose de sanciones que hayan sido objeto de re-
clamación por los interesados, su ejecución quedará auto-
máticamente suspendida en periodo voluntario sin necesi-
dad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía admi-
nistrativa. No se suspenderán con arreglo a este apartado 
las responsabilidades por el pago de sanciones tributa-
rias previstas en el artículo 42.2 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria.

La suspensión no afectará a las actuaciones de recau-
dación que se hubieran producido hasta ese momento.»

Se modifica el apartados 1 del artículo 41, que queda re-
dactado de la siguiente forma:

«1. Las garantías quedarán, a los efectos de su even-
tual ejecución, a disposición del órgano competente para 
la recaudación del acto objeto de la reclamación y deberán 
cubrir el importe de la obligación a que se refiere el acto 
impugnado, los intereses de demora que genere la suspen-
sión y los recargos que procederían en caso de ejecución 
de la garantía.

Cuando la garantía consista en el depósito de dinero o 
valores públicos, los intereses de demora serán los corres-
pondientes al plazo de seis meses si el procedimiento de la 
reclamación es el abreviado, de un año si el procedimiento 
de la reclamación es el general y de dos años si la resolu-
ción es susceptible de recurso de alzada ordinario.»

Seguidamente pasan a explicarse las modificaciones an-
teriores. 

4.1. Suspensión de sanciones tributarias como 
consecuencia de su impugnación por los 
responsables (art. 25.1.párrafo quinto y 39.3)

Los artículos 25.1, párrafo quinto (para el recurso de repo-
sición) y 39.3 (para la reclamación económico-administra-
tiva) prevén que en caso de impugnación no se suspenda 
la sanción en el caso de las responsabilidades del art. 42.2 
de la LGT por las especiales características de este tipo de 
responsabilidades. Estos preceptos reglamentarios tienen 
su habilitación legal en el artículo 174.5 de la LGT que es-
tablece que en los supuestos previstos en el artículo 42.2 
de la LGT no resultará de aplicación lo dispuesto en el artí-
culo 212.3 de esta Ley, relativo a la suspensión automática  
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de las sanciones, tanto si el origen del importe de la respon-
sabilidad derivado procede de deudas como de sanciones 
tributarias.

Asimismo, en el artículo 25.1 siguiendo la sugerencia 
efectuada por el Consejo de Estado en su informe, se me-
jora la estructura formal del precepto, de forma que el con-
tendido que hasta ahora se incluía en la letra c) del precepto 
deja de incluirse en una letra específica, en la medida en que 
los párrafos referenciados por letras, a) y b), son supuestos  
de suspensión a solicitud del interesado mientras que la 
suspensión de las sanciones es un caso de suspensión au-
tomática sin necesidad de solicitud previa. 

4.2. La suspensión de las sanciones anteriores no 
afectará a las actuaciones recaudatorias que ya 
se hubieran adoptado (art. 25.1 y 39.3)

El último párrafo de los artículos 25.1 para el recurso de re-
posición y 39.3 para la reclamación económico-administra-
tiva, respectivamente, establecen, como consecuencia de la 
doctrina de los actos firmes, y dado que previamente a la 
actuaciones con el responsable se podrían haber producido 
actuaciones de recaudación con otros obligados tributarios, 
que la suspensión no afectará a las actuaciones de recau-
dación que se hubieran producido hasta el momento en el 
que se acuerde la suspensión de la ejecución por la impug-
nación del responsable.

4.3. El importe de la garantía de la suspensión debe 
cubrir los recargos (art. 25.3 y 41.1)

Los artículos 25.3 y 41.1 para el recurso de reposición y la 
vía económico-administrativa establecen, respectivamente, 
que para la suspensión en vía revisora del acto impugnado 
dichas garantías deberán cubrir los recargos que procede-
rían en caso de ejecución de la garantía del crédito público. 
En contraposición con la redacción vigente hasta ahora que 
solo exigía que el importe de la garantía cubriera los recar-
gos que pudieran haberse devengado en el momento de la 
solicitud de suspensión. De esta forma se amplía el importe 
de las garantías y se refuerza la cobertura del crédito pú-
blico. 

5.  Obligaciones tributarias conexas

La Ley 34/2015 de modificación de la LGT introdujo el con-
cepto de obligación tributaria conexa en el artículo 68.9 de 
dicha Ley así como diversas consecuencias que la implan-
tación de dicho concepto generó en el régimen tributario 
general.

En este sentido, el RRVA respondiendo a dicha modifica-
ción introduce dos cambios:
• Se recoge reglamentariamente en los supuestos 

de obligaciones conexas la previsión legal que exi-
ge que, en caso de estimación de un recurso o una  

reclamación contra una liquidación de una deuda que, a 
su vez, ha determinado el reconocimiento de una devo-
lución a favor del obligado tributario, la garantía apor-
tada para suspender dicha liquidación quedará afecta 
al reintegro de la correspondiente devolución conexa 
(art. 25.2 y 41.2).

• En relación a la ejecución de las resoluciones que afec-
ten a obligaciones conexas se aclara que la Adminis-
tración llevará a cabo la regularización de la obligación 
conexa tanto de oficio como a instancia de parte (art. 
66.2).  

5.1. Extensión de garantías en el caso de las 
obligaciones conexas (art. 25.2 y 41.2)

Se modifican los apartados 2 de los artículos 25 y 41 con la 
siguiente redacción (en negrilla los cambios): 

Artículo 25.
«2. La solicitud de suspensión con aportación de las ga-

rantías que señala el artículo 224.2 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria suspenderá el procedi-
miento de recaudación relativo al acto recurrido.

El recurrente podrá solicitar la suspensión cuyos efectos 
se limitarán al recurso de reposición.

Las garantías que se constituyan podrán extender su efi-
cacia, en su caso, a la vía económico-administrativa pos-
terior. En este caso, la garantía mantendrá sus efectos en 
el procedimiento económico-administrativo en todas sus 
instancias.

Asimismo, si el interesado lo considera conveniente, y 
sin perjuicio de la decisión que adopte el órgano judicial 
en la pieza de medidas cautelares, la suspensión podrá so-
licitarse con extensión de sus efectos a la vía contencioso-
administrativa.

La garantía aportada, en el caso de las obligaciones 
conexas reguladas en el artículo 224.5 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, extenderá sus 
efectos a las cantidades que en su caso debieran rein-
tegrarse, como consecuencia de la estimación total o 
parcial del recurso que hubiera llevado aparejada la co-
rrespondiente devolución conexa.»

Artículo 41.
«2. Cuando en los supuestos de estimación parcial de un 

recurso o de una reclamación deba dictarse una nueva li-
quidación, la garantía aportada quedará afecta al pago de 
la nueva cuota o cantidad resultante y de los intereses de 
demora calculados de acuerdo con el artículo 26.5 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, todo ello 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 233 de la 
misma Ley.

En el caso de las obligaciones tributarias conexas, 
si la reclamación afecta a una deuda tributaria que,  
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a su vez, ha determinado el reconocimiento de una de-
volución a favor del obligado tributario, las garantías 
aportadas para obtener la suspensión garantizarán 
asimismo las cantidades que deban reintegrarse como 
consecuencia de la estimación total o parcial de la re-
clamación.»

Los artículos 25.2 y 41.2 para el recurso de reposición 
y la reclamación económico-administrativa establecen, 
respectivamente, un supuesto de extensión de la garantía 
aportada originariamente en caso de determinados supues-
tos de ejecución de resoluciones que afectan a obligaciones 
tributarias conexas. 

En efecto, la estimación de un recurso o una reclama-
ción económico-administrativa contra una liquidación tri-
butaria que haya sido previamente suspendida mediante la  
aportación de una garantía lleva aparejada, con carácter ge-
neral, la devolución de dicha garantía.

No obstante lo anterior,  la ejecución de dicha resolución 
estimatoria puede implicar un doble efecto. Un efecto direc-
to en la propia deuda tributaria recurrida, al que nos hemos 
referido antes, pues la estimación implica la anulación de la 
liquidación y la devolución de la garantía, pero también un 
posible efecto indirecto en la obligación tributaria conexa de 
la deuda tributaria anterior. Ese efecto indirecto en la obli-
gación conexa puede generar la anulación de la liquidación 
que dio lugar a una devolución y que debe ser reintegrado 
por el contribuyente.

Para garantizar que dicho reintegro se va a producir de 
forma efectiva, el reglamento prevé que la garantía que ori-
ginariamente se había aportado para suspender la liquida-
ción referida a la deuda tributaria respecto de la cual se ha 
estimado el recurso o reclamación queda afecta al eventual 
reintegro que se deba realizar de la devolución correspon-
diente a la obligación tributaria conexa de aquella deuda 
tributaria.  

5.2. Ejecución de las resoluciones que afecten a 
obligaciones tributarias conexas (art. 66.2)

Se modifica el apartado 2 del artículo 66 (en negrilla los 
cambios), que queda redactado de la siguiente forma:

«2. Los actos resultantes de la ejecución de la resolución 
de un recurso o reclamación económico-administrativa de-
berán ser notificados en el plazo de un mes desde que dicha 
resolución tenga entrada en el registro del órgano compe-
tente para su ejecución.

De oficio o a instancia de parte, la Administración en 
el plazo de un mes, procederá a regularizar la obligación 
conexa correspondiente al mismo obligado tributario vin-
culada con la resolución objeto del recurso o reclama-
ción de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 225.3 
y 239.7 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. Los actos de ejecución no formarán parte del 
procedimiento en el que tuviese su origen el acto objeto  

de impugnación. En la ejecución de las resoluciones serán 
de aplicación las normas sobre transmisibilidad, conver-
sión de actos viciados, conservación de actos y trámites y 
convalidación previstas en las disposiciones generales de 
derecho administrativo.»

La normativa que regula las obligaciones tributarias cone-
xas dispone que la ejecución de la resolución de un recurso 
de reposición o de una reclamación económico-administra-
tiva que afecta a una determinada deuda tributaria puede 
extenderse a la correspondiente obligación tributaria cone-
xa de aquella.  

En este sentido, se aclara que la Administración tributaria 
competente llevará a cabo la regularización de la obligación 
conexa tanto de oficio como a instancia de parte.

Dicha regularización se efectuará conforme a lo dispuesto 
en los artículos 225.3 y 239.7 de la LGT, es decir, en eje-
cución de una resolución que estime total o parcialmente  
el recurso contra la liquidación de una obligación tributaria 
conexa a otra del mismo obligado tributario de acuerdo con 
el artículo 68.9 de esta Ley, se regularizará la obligación 
conexa distinta de la recurrida o reclamada en la que la Ad-
ministración hubiese aplicado los criterios o elementos en 
que se fundamentó la liquidación de la obligación tributaria 
objeto de la reclamación. 

Por tanto, en todo caso, respecto de la obligación conexa 
distinta de la recurrida o reclamada a regularizar, debe exis-
tir una previa actuación de la Administración que hubiese 
aplicado los criterios o elementos en que se fundamentó la 
liquidación objeto de recurso o reclamación.   

6. Organización y competencias 

En el ámbito de la organización y competencias se introdu-
cen tres modificaciones:
• Se suprime la sala desconcentrada de Alicante del Tri-

bunal Económico–Administrativo Regional (TEAR) de 
la Comunidad  Valenciana (art. 28.3.e).

• Se  contempla la posibilidad de atribuir a los miembros 
de un Tribunal Económico-Administrativo la función de 
resolver reclamaciones propias de la competencia de 
otro (28.5).

• En las cuestiones de competencia se suprime el trámite 
previsto para la cuestión de competencia cuando inter-
viene el TEAC (art. 53.1).

6.1. Supresión de la sala desconcentrada de Alicante 
del Tribunal Económico–Administrativo Regional 
de la Comunidad  Valenciana (art. 28.3.e).

Se suprime la letra e) del artículo 28.3 del RRVA, elimi-
nándose la sala desconcentrada de Alicante del TEAR de la 
Comunidad  Valenciana. De esta forma se consigue recu-
perar la equivalencia con la planta judicial, ya que no exis-
te sala desconcentrada en Alicante del Tribunal Superior  
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de Justicia de la Comunidad Valenciana. En este sentido, se 
recuerda que existe un paralelismo en el establecimiento de 
salas desconcentradas de los tribunales superiores de jus-
ticia y salas desconcentradas de los tribunales económico-
administrativos regionales que en el caso de Alicante no 
existía. 

6.2. Posibilidad de atribuir a los miembros de un 
Tribunal Económico-Administrativo la función 
de resolver reclamaciones propias de la 
competencia de otro (28.5)

Se da una nueva redacción al apartado 5 del artículo 28 (en 
negrilla los cambios), que queda redactado del siguiente 
modo:

«5. El Pleno, las salas y los órganos unipersonales de 
cada tribunal podrán constituirse y ejercer sus compe-
tencias en cualquiera de las oficinas de los tribunales en 
el territorio nacional. El Presidente del Tribunal Econó-
mico-administrativo Central mediante resolución podrá 
atribuir a los miembros de cualquier órgano económi-
co administrativo la función de resolver reclamaciones 
propias de la competencia de otro, pudiendo desde ese 
momento constituirse como órgano unipersonal o como 
Sala de éste. 

as resoluciones que dicten se entenderán adoptadas a los 
efectos de recursos en la sede que tenga atribuida cada tri-
bunal o sala desconcentrada.»

En el apartado 5 del artículo 28 por motivos de eficiencia 
administrativa y para el mejor desempeño del servicio se 
contempla la posibilidad de atribuir a los miembros de un 
Tribunal Económico-Administrativo la función de resolver 
reclamaciones propias de la competencia de otro en virtud 
de resolución del Presidente del TEAC. Ello, evidentemente, 
no afecta a la estructura, organización y recurribilidad de 
las resoluciones dictadas que, en todo caso, se considera-
rán dictadas por el tribunal económico-administrativo que 
tuviera las competencias originarias sobre la reclamación, 
aunque dicha resolución haya sido materialmente elaborada 
por un miembro de cualquier órgano económico-adminis-
trativo en base a la atribución que regula dicho apartado 5 
del artículo 28.

6.3. Supresión del trámite previsto para la cuestión 
de competencia cuando interviene el TEAC (art. 
53.1)

Se modifica el apartado 1 del artículo 53 (en negrilla las mo-
dificaciones), que queda redactado de la siguiente forma:

«1. Recibida la reclamación, cuando se considere que 
la competencia corresponde a otro tribunal económico–
administrativo, se remitirá de oficio y de forma moti-
vada al tribunal que se estime competente. Dicha remi-
sión se notificará al interesado. Si el acuerdo lo hubiera 
adoptado un tribunal económico-administrativo regional,  

el interesado podrá presentar en el plazo de 15 días, contados  
a partir del día siguiente al de la notificación un escrito don-
de manifieste sus alegaciones ante el tribunal económico-
administrativo destinatario. Si éste último fuera también 
un tribunal económico-administrativo regional, y también 
declinara la competencia sobre el expediente, motivará su 
decisión y remitirá lo actuado al Tribunal Económico-admi-
nistrativo Central, que decidirá y enviará las actuaciones al 
tribunal que deba continuar con la tramitación de la recla-
mación.»

El precepto establece el procedimiento para dirimir los 
posibles conflictos de competencia entre los tribunales eco-
nómico-administrativos, partiendo del principio general de 
que será el TEAC el que decida en última instancia en virtud 
de un elemental criterio jerárquico. 

Así, en el supuesto de que un TEAR considere que no es 
competente para conocer de una reclamación, la remitirá al 
que considere competente. Si el tribunal al que se remite 
la reclamación fuera otro TEAR tiene dos opciones. Con-
siderarse competente y seguir con la tramitación del pro-
cedimiento o declinar la competencia. En este último caso, 
se remitirán las actuaciones al TEAC que decidirá en última 
instancia. Si el conflicto se platea entre un TEAR y el TEAC 
decide este último.

7. Procedimiento abreviado

En el procedimiento abreviado (art. 64 y 65) se introducen 
las siguientes modificaciones:
• Sustitución de la denominación de “procedimiento 

abreviado ante órganos unipersonales” por “procedi-
miento abreviado”.

• Se limita el ámbito de dicho procedimiento exclusiva-
mente a las reclamaciones de menor cuantía.

• Se eliminan las disposiciones relativas a la vista oral ya 
que ésta desaparece a nivel legal.

• Se amplían las competencias del Presidente en este 
tipo de procedimientos al estar facultado, al igual que 
el Secretario, para dictar determinados acuerdos.

7.1. Sustitución de la denominación de 
“procedimiento abreviado ante órganos 
unipersonales” por “procedimiento abreviado”

Se modifica la denominación del procedimiento, sustitu-
yéndose el término  “procedimiento abreviado ante órganos 
unipersonales” por “procedimiento abreviado”, al haber 
desaparecido la vinculación unívoca entre dicho procedi-
miento y los órganos unipersonales.

En este sentido, se modifica la denominación del Capítulo 
III del Título IV y los títulos de los artículos 64 y 65. Dicha 
circunstancia también queda reflejada en la modificación 
del artículo 32.1.
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7.2. Limitación del ámbito de dicho procedimiento 
exclusivamente a las reclamaciones de menor 
cuantía

Se modifica el artículo 64, queda redactado de la siguiente 
forma:

«Artículo 64. Reclamaciones económico-administrativas 
que se tramitarán por el procedimiento abreviado.

Las reclamaciones económico-administrativas se tra-
mitarán por el procedimiento abreviado cuando sean de 
cuantía inferior a 6.000 euros o 72.000 euros si se trata de 
reclamaciones contra bases o valoraciones.»

En desarrollo del cambio legislativo que se produjo en el 
artículo 245.1 de la LGT se limita el ámbito del procedimien-
to abreviado exclusivamente a las reclamaciones de menor 
cuantía (cuando sean de cuantía inferior a 6.000 euros o 
72.000 euros si se trata de reclamaciones contra bases o 
valoraciones).

En consecuencia, se elimina del precepto el segundo inci-
so “en los demás supuestos establecidos en el artículo 245.1 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria” 
que aludía, entre otras circunstancias, a la concurrencia  
de ilegalidad o inconstitucionalidad de la norma; defecto en 
la notificación o incongruencia en la motivación.  

7.3. Eliminación de las disposiciones relativas a la 
vista oral

Se modifica el artículo 65 (en negrilla los cambios), que 
queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 65. Procedimiento abreviado.
1. Si el escrito de interposición no cumple los requisitos 

exigidos en el artículo 246.1.a) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria se procederá a la subsana-
ción de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.2 de este 
reglamento.

2. En las cuestiones no reguladas en este artículo será 
de aplicación lo establecido para el procedimiento general. 
En particular, los acuerdos previstos en los artículos 236.6, 
238.2 y 239.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, Ge-
neral Tributaria, podrán ser dictados también por el presi-
dente o el secretario del tribunal aun cuando no fueran el 
órgano competente para resolver el procedimiento abrevia-
do que se tramite. Igualmente, corresponderá a la secretaría 
del tribunal la tramitación del procedimiento.»

Como consecuencia de su supresión a nivel legal de la 
vista oral se elimina del artículo 65 del RRVA todo lo relativo 
al régimen de la misma por ser innecesario. 

7.4. Ampliación de las competencias del Presidente 
(art. 65.2)

Tal como se ha reproducido anteriormente, el artículo 65.2, 
por motivos de eficiencia, amplía las competencias del Pre-
sidente en este tipo de procedimientos al estar facultado, al 
igual que el Secretario, para dictar determinados acuerdos.

Así, el Presidente va a poder dictar los acuerdos previs-
tos en los artículos 236.6 (cuestiones incidentales), 238.2 
(archivo de las actuaciones por  renuncia o desistimiento 
del reclamante, caducidad de la instancia o satisfacción 
extraprocesal) y 239.4 (inadmisibilidad por que el acto no 
sea susceptible de reclamación, extemporaneidad, falta de 
legitimación o representación, etc.) de la LGT. 

8. Cuantía y costas 

La modificación reglamentaria:
• Establece reglas concretas para el establecimiento de 

las cuantías en las reclamaciones económico–adminis-
trativas (art. 35).

• Se regulan diferentes aspectos de las costas como los 
criterios de cuantificación o el órgano competente para 
su exigencia (art.51).

8.1. Cuantía de las reclamaciones (art. 35)

Se modifica el artículo 35 (en negrilla los cambios), que 
queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 35. Cuantía de la reclamación.
1. La cuantía de la reclamación será el importe del acto 

o actuación objeto de la reclamación. Los actos que no 
contengan o no se refieran a una cuantificación econó-
mica y las sanciones no pecuniarias, se considerarán de 
cuantía indeterminada. Si lo impugnado fuese una base 
imponible o un acto de valoración y no se hubiera practica-
do la correspondiente liquidación, la cuantía de la reclama-
ción será el importe de aquéllos.

Sin perjuicio de lo anterior, en los siguientes supues-
tos, la cuantía de la reclamación será:

a) En las reclamaciones contra actos dictados por la 
Administración por los que se minore o se deniegue una 
devolución o compensación solicitada por el reclamante, 
la diferencia entre la devolución o compensación solici-
tada y la reconocida por la Administración, más, en su 
caso, el importe que resulte a ingresar.

b) En las reclamaciones contra actos de disminución 
de bases imponibles negativas declaradas por el obliga-
do tributario, la base imponible negativa que haya sido 
regularizada por la Administración. Si el acto adminis-
trativo exige además una deuda tributaria a ingresar, se 
atenderá al mayor de los dos importes siguientes: la base 
imponible negativa declarada que ha sido regularizada o 
la deuda tributaria a ingresar. Si además de la base im-
ponible negativa declarada, se solicitó una devolución, 
se atenderá al mayor de los dos importes siguientes, la 
base imponible negativa que ha sido suprimida, y el im-
porte que resulte de la aplicación de lo establecido en el 
párrafo a) de este apartado.

Si los importes comparados determinan distinta vía de 
recurso o procedimiento, en virtud de la aplicación de los 
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artículos 36 y 64 de este reglamento, se tendrá por ma-
yor importe aquél que supere la cuantía necesaria para 
el recurso de alzada, y, en su defecto, aquél que supere 
la cuantía establecida para el procedimiento abreviado, 
aunque en términos absolutos sean inferiores.

c) En las reclamaciones contra diligencias de embargo, 
el importe por el que se sigue la ejecución.

d) En las reclamaciones contra acuerdos de derivación 
de responsabilidad, el importe objeto de derivación.

e) En las reclamaciones contra sanciones, el importe 
de éstas con anterioridad a la aplicación de las posibles 
reducciones.

f) En las reclamaciones contra resoluciones de proce-
dimientos iniciados por una solicitud de devolución de 
ingresos indebidos, por una solicitud de rectificación de 
una autoliquidación o por una solicitud de compensación, 
la diferencia entre lo solicitado y lo reconocido por la Ad-
ministración. 

Si la solicitud no permitiera concretar la cantidad a la 
que se refiere, la reclamación se considerará de cuantía 
indeterminada.

g) En las reclamaciones sobre determinados compo-
nentes de la deuda tributaria, a que se refiere el artículo 
58 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria, el componente o la suma de los componentes que 
sean objeto de impugnación.

2. Cuando el acto administrativo objeto de reclamación 
incluya varias deudas, bases, valoraciones, o actos de otra 
naturaleza, se considerará como cuantía de la reclamación 
interpuesta la de la deuda, base, valoración o acto de mayor 
importe que se impugne, sin que a estos efectos proceda 
la suma de todos los consignados en el documento. Las 
reclamaciones contra actos que realicen varios pronun-
ciamientos y sólo alguno de ellos contenga o se refiera a 
una cuantificación económica, se considerarán de cuan-
tía indeterminada.

3. En las reclamaciones sobre actuaciones u omisiones 
de los particulares, se atenderá a la pretensión del recla-
mante.»

El gran cambio introducido es que se establecen reglas 
concretas y minuciosas para el establecimiento de las 
cuantías en las reclamaciones económico–administrativas 
diferenciando entre actos y sanciones con cuantificación 
económica y actos sin cuantificación o sanciones no pe-
cuniarias.

El principio general en el caso de los actos, actuaciones y 
sanciones con cuantificación económica, es que la cuantía 
se determinará por referencia el importe del acto, actuación 
o sanción impugnado. 

No obstante lo anterior, siguiendo este principio general, 
se establecen reglas específicas en relación a supuestos 
concretos como los supuestos de minoración de devolu-
ciones tributarias o compensaciones, minoración de bases  

imponibles negativas, concurrencia de disminución de ba-
ses imponibles negativas, diligencias de embargo, acuerdos 
de derivación de responsabilidad, sanciones, devoluciones, 
rectificación de autoliquidaciones, compensaciones o re-
clamación contra los diferentes componentes de la deuda 
tributaria.

En el caso de los actos que no tengan o se refieran a 
una cuantificación económica o sanciones no pecuniarias 
se consideran de cuantía indeterminada. 

Por último, la norma prevé una serie reglas aplicables en 
caso de concurrencia de determinadas circunstancias es-
peciales. 

Así, si el acto administrativo incluye varías deudas, bases, 
valoraciones la cuantía de referencia será la mayor, no la 
suma de las diferentes incluidas en el acto, no modificándo-
se la norma en este aspecto. Por otro lado, si el acto incluye 
varios pronunciamientos y solo alguno es cuantificable, se 
considerará de cuantía indeterminada, aplicándole, por lo 
tanto, las reglas de este tipo de actos, suponiendo este ré-
gimen  una novedad respecto a la norma anteriormente vi-
gente. Por último, si se impugnara una actuación u omisión 
entre particulares, se atenderá a la pretensión del reclaman-
te. En este sentido, la norma modifica la orientación de la 
redacción anteriormente vigente, al atender a la pretensión 
del reclamante, eliminándose en la redacción la distinción 
entre actos cuantificables y no cuantificables y, dentro de 
los primeros, abandonando la referencia a diferentes con-
ceptos como retenciones, ingreso a cuenta o repercusión, 
entre otros.  

8.2. Costas del procedimiento 

Se modifica el artículo 51, que queda redactado de la si-
guiente forma:

«Artículo 51. Costas del procedimiento.
1. El órgano económico-administrativo podrá apreciar la 

existencia de temeridad cuando la reclamación o el re-
curso carezca manifiestamente de fundamento y mala 
fe cuando se produzcan peticiones o se promuevan inci-
dentes con manifiesto abuso de derecho o que entrañen 
fraude procedimental.

En particular, podrá ser apreciada la existencia de mala fe 
cuando se planteen recursos o reclamaciones económico-
administrativos con una finalidad exclusivamente dilatoria.

Dichas circunstancias deberán ser debidamente motiva-
das por el órgano económico-administrativo competente.

2. Cuando se imponga el pago de las costas, estas se 
cuantificarán en un porcentaje del 2 por ciento de la cuan-
tía de la reclamación, con un mínimo de 150 euros para 
las reclamaciones o recursos resueltos por órgano uni-
personal, y de 500 euros para los que se resuelvan por 
órgano colegiado. 

En caso de reclamaciones de cuantía indetermina-
da, las costas se cuantificarán en las cuantías mínimas  
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referidas. Estas cuantías podrán actualizarse por orden 
ministerial.

3. Cuando se hubiese acordado exigir el pago de las cos-
tas del procedimiento, el Delegado de Economía y Hacien-
da competente concederá el plazo a que se refiere el artículo 
62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tribu-
taria, al obligado al pago para que satisfaga las costas. 
Transcurrido dicho plazo sin que aquellas se hubieran he-
cho efectivas, se procederá a su exacción por el procedi-
miento de apremio.

4. No se impondrán las costas del procedimiento en el 
caso que las pretensiones hubieran sido estimadas total 
o parcialmente.

5. Contra la condena en costas impuesta en la reso-
lución económico-administrativa no cabrá recurso admi-
nistrativo alguno, sin perjuicio de su revisión junto con 
el recurso de alzada que pudiera interponerse, de ser 
procedente.»

La modificación de la redacción del artículo 51 tiene su 
fundamento legal en el artículo 234.5 de la LGT que exige 
para que se exijan las costas del procedimiento económico-
administrativo la concurrencia de dos requisitos:
• Temeridad o mala fe en quién se exija las cosas
• Desestimación total de la reclamación. 
En el reglamento, se explicitan las causas de temeridad 

(recurso o reclamación carente de fundamento) o de mala 
fe (abuso de derecho o fraude procedimental, en particular, 
recursos o reclamaciones con finalidad dilatoria) que fun-
damentan la exigencia de las costas. Además, se regulan 
directamente los criterios de cuantificación de costas. 

En caso de que la reclamación tenga cuantía determinada 
será del 2 por ciento de dicha cuantía con un mínimo de 150 
euros en caso de resolución por órgano unipersonal y 500 
euros en el caso de resolución por órgano colegiado. Si la 
cuantía fuera indeterminada, las costas serán los importes 
mínimos reseñados. 

En cualquier caso, estas cuantías se podrán actualizar por 
orden ministerial. 

Se desarrollan también aspectos del procedimiento de 
recaudación de las costas. Así, se otorga la competencia 
para requerir de pago al Delegado de Economía y Hacienda, 
en orden a fomentar la aplicación efectiva de la condena en 
costas. La recaudación se podrá realizar en período volun-
tario o ejecutivo. 

En período voluntario se le requerirá el ingreso en los pla-
zos a los que se refiere el artículo 62.2 de la LGT. En período 
ejecutivo la recaudación se efectuará a través del procedi-
miento de apremio.

Finalmente, se modifica la redacción para poder contem-
plar la existencia de costas en un tercero ajeno al recla-
mante. En este sentido, se modifica el apartado 4 del ar-
tículo 51 haciendo desaparecer la expresión “reclamante”.  
De esta forma, en el caso de impugnación de actuaciones  

de particulares, podrán exigirse las costas a personas o en-
tidades distintas del reclamante.

9. Acumulación

Se modifica el artículo 37 (en negrilla los cambios), que 
queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 37. Acumulación.
1. El tribunal, en cualquier momento previo a la termina-

ción, de oficio o a solicitud del interesado, acordará la acu-
mulación o dejará sin efecto la acumulación acordada, sin 
que en ningún caso se retrotraigan las actuaciones ya pro-
ducidas o iniciadas en la fecha del acuerdo o de la solicitud.

2. Denegada o dejada sin efecto la acumulación, cada 
reclamación proseguirá su propia tramitación, con envío al 
tribunal competente, si fuese otro, y sin que sea necesario 
un nuevo escrito de interposición, ratificación o convalida-
ción. En cada uno de los nuevos expedientes se consignará 
una copia cotejada de todo lo actuado.»

Se realiza una pequeña modificación terminológica en co-
herencia con la nueva redacción legal del artículo 230 de la 
LGT. De esta forma, el término “desacumulación” pasa a ser 
sustituida por “dejar sin efecto la acumulación”. Además, se 
suprime la referencia a la acumulación originaria por con-
templarse ahora en el precepto legal.

10. Notificaciones

Se modifica el artículo 50, que queda redactado de la si-
guiente forma:

«Artículo 50. Notificaciones.
1. Los tribunales económico-administrativos notificarán 

sus resoluciones a los interesados.
Asimismo, notificarán la resolución a los órganos legiti-

mados para interponer el recurso de alzada ordinario, el re-
curso extraordinario de alzada para la unificación de criterio 
y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina 
según lo previsto en los artículos 241, 242, 243 y en los 
apartados 5 y 6 de la disposición adicional undécima de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. Las notificaciones se practicarán por el medio señalado 
al efecto por el interesado. Esta notificación será por me-
dios electrónicos en los casos en los que exista obligación 
de relacionarse de esta forma con la Administración.

Si el reclamante comunicara su voluntad de que las notifi-
caciones se practiquen por medios electrónicos y designara 
en el mismo escrito un domicilio a efectos de notificacio-
nes, la notificación habrá de practicarse por medios elec-
trónicos.

Cuando el reclamante no esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con la Administración, si, con posteriori-
dad a la comunicación de que las notificaciones se practi-
quen por medios electrónicos, hiciera constar un domicilio 
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a efectos de notificaciones sin manifestar la voluntad de 
dejar sin efecto aquélla, se le requerirá en dicho domicilio 
para que en el plazo de diez días pueda expresar si pre-
tende o no tal revocación, advirtiéndole que, en defecto de 
contestación, se entenderá que se mantiene como vía de 
comunicación la electrónica.

Si, con posterioridad a la designación de un domicilio 
a efectos de notificaciones, el reclamante comunicara su 
voluntad de que las notificaciones se practiquen por me-
dios electrónicos, se entenderá que la notificación habrá de 
practicarse por este medio.

3. Si la notificación hubiera de hacerse en el domicilio, y 
en el expediente de la reclamación figurasen varios domi-
cilios para la práctica de notificaciones designados por el 
interesado, se tomará en consideración el último señalado 
a estos efectos; cuando en el expediente de la reclamación 
no figure ningún domicilio señalado expresamente a efectos 
de notificaciones, estas podrán practicarse en el domicilio 
fiscal del interesado si el tribunal tuviere constancia de él; 
cuando no sea posible conocer ningún domicilio según lo 
dispuesto en este apartado, o cuando, intentada la notifica-
ción personal no hubiera sido posible efectuarla, la notifi-
cación deberá practicarse de acuerdo con el artículo 112.1 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
en los términos a que se refiere el artículo 234 de la misma 
Ley.

La notificación en papel podrá practicarse por correo cer-
tificado o por un funcionario que extenderá una diligencia  
de constancia de hechos para su incorporación al expediente  
y dejará una copia de aquella en el domicilio donde se rea-
lice la actuación.»

Como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrati-
vo Común de las Administraciones Públicas se produce un 
cambio de la redacción, orientación y estructura del artículo 
50 del RRVA que antes se centraba en regular el domicilio a 
efectos de notificaciones, tratando al socaire del domicilio, 
el propio tema de las notificaciones. Ahora el artículo 50 se 
centra en la cuestión de las notificaciones. 

La Ley 39/2015 supone un fuerte impulso a la relación 
entre ciudadano y Administración preferentemente por me-
dios electrónicos, generando la necesidad de modificación 
del régimen de notificaciones en la vía económico–adminis-
trativa siguiendo dicho objetivo y teniendo en cuenta sus 
peculiaridades procedimentales. Dicho impulso  a las noti-
ficaciones electrónicas ya fue recogido en el artículo 234.4 
de la LGT.

En cuanto a los sujetos de las notificaciones, van a ser 
los propios interesados en la reclamación y los órganos de 
la Administración legitimados para la interposición del re-
curso de alzada ordinario, extraordinario de alzada para la 
unificación de criterio así como el recurso extraordinario 
para la unificación de la doctrina. 

Las notificaciones se pueden realizar por medios electró-
nicos o en papel. 

Las notificaciones se van a efectuar por medios electró-
nicos de forma obligatoria o voluntaria. Será obligatoria 
cuando exista una obligación del interesado a relacionarse 
mediante dichos medios con la Administración. Esto será 
en los casos previstos en el artículo 14 de la Ley 39/2015 
(personas jurídicas; entidades sin personalidad; quienes 
ejerzan una actividad profesional para la que se requiera 
colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que 
realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de 
dicha actividad profesional, entre otros). 

En los demás casos, será voluntaria. Ésta se producirá 
cuando los no obligados a relacionarse con la Administra-
ción por medios electrónicos elijan dichos medios de forma 
voluntaria.

Por otro lado, el precepto responde a la diferente casuís-
tica que puede concurrir en las notificaciones (designación 
de notificación por medios electrónicos e identificación del  
domicilio para notificaciones; elección de medios electróni-
cos y luego rectificación de dicha elección; concurrencia de 
varios domicilios para notificar, entre otros casos) siempre 
prevaleciendo la notificación a través de medios electróni-
cos en caso de conflicto o duda. 

Por último, se prevén los medios de notificación en papel, 
básicamente, a través de correo certificado o por funciona-
rio público que hará constar la notificación o sus vicisitudes 
en diligencia. 

Se dejará copia de dicha diligencia en el domicilio. 

11. Recursos

El régimen reglamentario de los recursos de la vía econó-
mico-administrativa también va a sufrir una serie de modi-
ficaciones.

Dichos cambios se centran en tres aspectos:
• El régimen de recursos en general (art. 61).
• El recurso de anulación (art. 60.1).
• El recurso de alzada ordinario (art. 60.2, 61.2 y 67.1).
• El incidente de ejecución (art. 68).

A continuación se pasarán a explicar dichos cambios. 

11.1 Régimen de recursos en general (art. 61)

Se modifican los apartados 1, 2 y 3 del artículo 61 (en ne-
grilla los cambios), que quedan redactados de la siguiente 
forma:

«1. El recurso de alzada ordinario se dirigirá al tribunal 
que hubiese dictado la resolución recurrida, que, en el plazo 
de un mes, lo remitirá junto con el expediente originario y 
el de la reclamación al Tribunal Económico-administrativo 
Central.

Cuando el legitimado para recurrir no hubiera esta-
do personado en el procedimiento en primera instancia,  
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el tribunal económico-administrativo regional o local le 
pondrá de manifiesto los expedientes a los que se refiere 
el párrafo anterior para que pueda formular alegaciones en 
el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de 
la notificación, y a continuación dará traslado de ellas al 
reclamante en primera instancia y a los demás personados 
para que en el plazo de otro mes, contado a partir del día 
siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo, 
puedan formular las alegaciones que estimen convenientes. 
Una vez completados estos trámites, los expedientes se re-
mitirán al Tribunal Económico-Administrativo Central.

La práctica de las pruebas, en su caso, se regulará por lo 
dispuesto para la primera instancia.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 241.3 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
el escrito de interposición del recurso de alzada ordinario 
podrá acompañarse de la solicitud de suspensión de la 
ejecución de la resolución impugnada por los órganos de 
la Administración. En estos casos, junto con la solicitud 
se deberá aportar un informe en el que se justifique la 
existencia de indicios racionales de que el cobro de la 
deuda que finalmente pudiese resultar exigible se podría 
ver frustrado o gravemente dificultado de no acordarse la 
suspensión solicitada.

3. En el recurso extraordinario de alzada para la unifica-
ción de criterio será aplicable lo dispuesto en el apartado 1 
de este artículo.»

Se reestructura la disposición dedicada a los recursos, en 
el sentido de reenviar el contenido relativo a sus notificacio-
nes al precepto destinado a las mismas (artículo 50), como 
se ha expuesto con anterioridad.

Como consecuencia de dicha reestructuración el conteni-
do que hasta ahora se incluía en el apartado 2 del artículo 
61 pasa a constituir el apartado 1. Además, para favorecer 
el carácter omnicomprensivo  e incluir aquellos recursos 
que no se refieren a actos de aplicación de los tributos que 
son recurribles, del precepto se elimina la especificación 
“de aplicación de los tributos” respecto del expediente. 

Por último, el apartado 3 determina que al recurso ex-
traordinario de alzada para la unificación de criterio se le 
aplicará lo dispuesto para el recurso de alzada ordinario. 
En consecuencia, se debe modificar la referencia normativa 
estática al “apartado anterior” por la referencia al “apartado 
1”, en la medida en que el recurso de alzada ordinario ya no 
se regula en el apartado 2 del texto normativo, sino en el 
actual apartado 1. 

11.2. El recurso de anulación (art. 60.1)

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 60 (en negrilla 
las modificaciones), que quedan redactados de la siguiente 
forma:

«1. La competencia para resolver el recurso de anulación 
a que se refiere el artículo 241 bis de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria corresponderá al 
órgano del tribunal que hubiese dictado el acuerdo o la re-
solución recurrida.

2. Cuando la resolución de la reclamación económico-
administrativa fuera susceptible de recurso de alzada 
ordinario, el plazo para la interposición de este último 
comenzará a contarse a partir del día siguiente al de la 
notificación de la resolución del recurso de anulación.»

En el apartado 1 se modifica la referencia al artículo que 
regula el recurso de anulación que antes del cambio opera-
do en la LGT por la Ley 34/2015 era el art. 239.6 de la LGT 
y actualmente es el art. 241 bis. 

La modificación del apartado 2 la tratamos en el siguiente 
epígrafe.

11.3. El recurso de alzada ordinario (art. 60.2, 61.2 
y 67.1)

Los cambios en el régimen jurídico del recurso de alzada 
ordinario se reflejan en los artículos 60.2 y 61.2 (anterior-
mente reproducidos) y 67.1 que pasa a reproducirse (en 
negrilla los cambios):

«1. En los supuestos de la estimación parcial del recur-
so o reclamación interpuesto cuya resolución no pueda ser 
ejecutada de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo prime-
ro del apartado 1 del artículo anterior, el interesado tendrá 
derecho, si así lo solicita, a la reducción proporcional de la 
garantía aportada. 

No obstante, en los supuestos de estimación total o 
parcial de la reclamación interpuesta cuya resolución 
no pueda ser ejecutada de acuerdo con lo dispuesto en 
el apartado 3 del artículo 241 de la Ley 58/2003, de 17  
de diciembre, General Tributaria no procederá la reduc-
ción de la garantía aportada.

En los supuestos en que deba procederse a la reduc-
ción de la garantía, el órgano competente practicará en el 
plazo de 15 días, desde la presentación de la solicitud del 
interesado, una cuantificación de la obligación que, en su 
caso, hubiera resultado de la ejecución de la resolución del 
correspondiente recurso o reclamación, la cual servirá para 
determinar el importe de la reducción procedente y, en con-
secuencia, de la garantía que debe quedar subsistente.

No obstante, de acuerdo con el artículo 25.9 y con el artí-
culo 41.2, la garantía anterior seguirá afecta al pago del im-
porte del acto, deuda u obligación subsistente, y mantendrá 
su vigencia hasta la formalización de la nueva garantía que 
cubra el importe del acto, deuda u obligación subsistente.»

Las modificaciones en el recurso de alzada ordinario se 
centran en dos aspectos:
• Los plazos de interposición en relación con la existen-

cia del recurso de anulación.
• La interposición por órganos de la Administración.
Respecto a la primera cuestión, esto es, los plazos de 

interposición en relación con la existencia del recurso  
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de anulación, se determina que los plazos para la interpo-
sición del recurso de alzada ordinario, incluso en caso de 
silencio administrativo, comenzarán en el momento de la 
notificación de la resolución del recurso de anulación.

En lo que se refiere a la interposición por órganos de la 
Administración, en el nuevo apartado 2 del artículo 61 se 
explicita que en el escrito de interposición del recurso de 
alzada ordinario con solicitud de suspensión por los órga-
nos de la Administración junto con ésta se deberá aportar 
el informe en el que se justifique la concurrencia de los in-
dicios racionales de que el cobro puede verse frustrado o 
dificultado. 

Por otro lado, se precisa en el artículo 67.1 que en los 
casos en los que con ocasión de la interposición de un re-
curso de alzada ordinario por la Administración del artículo 
241.3 de la LGT en que se haya solicitado la suspensión 
no va a proceder la reducción proporcional de la garantía 
aportada en la anterior instancia.

11.4. El incidente de ejecución.

Se modifica el artículo 68 (los cambios en negrilla), queda 
redactado de la siguiente forma:

«Artículo 68. Cumplimiento de la resolución.
Los órganos que tengan que ejecutar las resoluciones de 

los órganos económico-administrativos podrán solicitar al 
tribunal económico-administrativo una aclaración de la re-
solución.»

Este precepto hasta esta modificación normativa contenía 
la regulación del incidente de ejecución. No obstante, dicha 
regulación ya no es necesaria puesto que la Ley 34/2015 
sustituyó en la LGT dicho incidente por el denominado “re-
curso contra la ejecución” regulado a nivel legal por el artí-
culo 241 ter de dicha Ley. En consecuencia, se modifica el 
artículo 68 para eliminar de su contenido todo lo relativo 
al incidente de ejecución subsistiendo la posibilidad de so-
licitar aclaración al tribunal económico-administrativo que 
hubiera dictado la resolución por parte de los órganos que 
tienen que ejecutar las resoluciones. 
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PLAN DE CONTROL TRIBUTARIO 2018

Resolución de 8 de enero de 2018, de la Dirección General de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se aprueban las 
directrices generales del Plan Anual de Control Tributario y Aduanero de 
2018

Introducción
La Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante, 
Agencia Tributaria) tiene encomendada la aplicación efectiva 
del sistema tributario estatal y del aduanero, desempeñando 
una importante labor para contribuir al saneamiento de las 
cuentas públicas, y conseguir los recursos necesarios con 
los que financiar los servicios públicos.

Para ello, la Agencia Tributaria tiene establecidos como ob-
jetivos estratégicos fundamentales y permanentes desde su 
creación tanto la prevención como la lucha contra el fraude 
fiscal.

Las experiencias internacionales ponen de manifiesto la 
complejidad del fenómeno del fraude tributario, de manera 
que no puede combatirse únicamente con medidas de con-
trol a posteriori, sino que exige la combinación de medidas 
preventivas de diversa índole.

En esta línea, la Agencia Tributaria pretende continuar re-
forzando todas las actuaciones dirigidas a mejorar el cum-
plimiento tributario, mediante la transparencia de la infor-
mación, el impulso de la asistencia, la política en materia 
recaudatoria o el desarrollo del Código de Buenas Prácticas 
Tributarias, pretendiendo, de esta manera, orientar su actua-
ción mediante la utilización de actuaciones preventivas pre-
vias o simultáneas a la presentación de las autoliquidaciones.

Igualmente, se desarrollarán actuaciones de comprobación 
e investigación, sobre los obligados tributarios en los que 
concurran perfiles de riesgo, lo que requiere la definición pre-
via de los criterios básicos y de las áreas de riesgo fiscal que 
se consideren de atención prioritaria en cada ejercicio.

Estos perfiles de riesgo se definen en los instrumentos de 
planificación y, más concretamente, en el Plan de Control Tri-
butario y Aduanero, al que se refiere el artículo 116 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que tiene 
carácter reservado sin perjuicio de la necesaria publicidad a 
través de las directrices generales que lo informan.

Así pues, las directrices generales del Plan de Control Tribu-
tario y Aduanero de 2018 contienen una referencia concreta a 
las líneas de actuación de prevención y control del fraude que 
se consideran más relevantes, si bien constituyen, al igual que 
en los últimos años, un mecanismo de refuerzo y consolidación 
de las actuaciones desarrolladas ya en años anteriores, a la vez 
que incorporan otras nuevas, en línea con el contexto económi-
co-social y normativo en el que la Agencia Tributaria desarrolla 
su actividad habitual, garantizando de este modo la continuidad 
y la uniformidad de las tareas habituales de comprobación e 
investigación del fraude que desarrolla con generalidad.

Estas directrices giran en torno a cuatro grandes pilares:
• La prevención del fraude. Información y asistencia.
• La investigación y las actuaciones de comprobación del 

fraude tributario y aduanero.
• El control del fraude en fase recaudatoria.
• La colaboración entre la Agencia Tributaria y las Admi-

nistraciones tributarias de las Comunidades Autónomas.
En virtud de lo expuesto, y en uso de las atribuciones que 

me están conferidas, he acordado:
Aprobar las directrices generales del Plan Anual de Control 

Tributario y Aduanero de 2018 que, a continuación, se enun-
cian y ordenar su publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do», así como su difusión por cualquier medio que resulte 
adecuado para su general conocimiento.

[...]

IV. Colaboración entre la Agencia Tributaria 
y las Administraciones Tributarias de las 
Comunidades Autónomas

En cuanto a las Comunidades Autónomas de Régimen Co-
mún y Ciudades con Estatuto de Autonomía (en adelante, 
Comunidades Autónomas), la colaboración entre la Agencia 
Tributaria y las Administraciones Tributarias autonómicas  



Pág. 19PLAN DE CONTROL TRIBUTARIO

PLAN DE CONTROL TRIBUTARIO

BITplus  •  Núm. 216

resulta esencial para el adecuado control de los tributos ce-
didos, sean gestionados por la Agencia Tributaria o por las 
Comunidades Autónomas por delegación del Estado.

La Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula 
el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
y se modifican determinadas normas tributarias, cede a las 
Comunidades Autónomas el rendimiento total o parcial en su 
territorio de una serie de tributos estatales, y delega la com-
petencia para la gestión de una parte de esos tributos –asu-
mida por las Comunidades Autónomas-, concretamente, la 
gestión de los Impuestos sobre el Patrimonio, Sucesiones y 
Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados y de determinados Tributos sobre el Juego.

La citada Ley consagra como principio esencial la colabo-
ración entre las Administraciones Tributarias del Estado y 
de las Comunidades Autónomas, en particular, el fomento y 
desarrollo de intercambios de información y la planificación 
coordinada de las actuaciones de control sobre los tributos 
cedidos.

De acuerdo con dicha ley, el Consejo Superior para la Di-
rección y Coordinación de la Gestión Tributaria –y los co-
rrespondientes Consejos Territoriales en el ámbito de cada 
Comunidad–, es el órgano colegiado de coordinación de la 
gestión de los tributos cedidos, integrado por representantes 
de la Administración tributaria del Estado y de las Comunida-
des Autónomas al que se atribuyen, entre otras, las funciones 
de concretar criterios uniformes y procedimientos comunes 
de intercambio de información y acordar las líneas básicas y 
directrices de ejecución de programas de control sobre los 
tributos cedidos.

La Agencia Tributaria, en el marco de los acuerdos adop-
tados en el seno del Consejo Superior y de los Consejos Te-
rritoriales para la Dirección y Coordinación de la Gestión Tri-
butaria, potenciará los intercambios de información con tras-
cendencia tributaria entre las Administraciones Tributarias 
del Estado y de las Comunidades Autónomas con la finalidad 
de incrementar la eficacia de la gestión tributaria, mejorar la 
asistencia a los contribuyentes y, singularmente, potenciar la 
lucha contra el fraude fiscal y la economía sumergida.

Así, continuarán los intercambios de información sobre los 
datos censales más relevantes de los obligados tributarios a 
través del Censo Único Compartido, base de datos consolida-
da de información censal obtenida por las Administraciones 
Tributarias autonómicas y estatal.

Se fomentará igualmente la transmisión periódica a la 
Agencia Tributaria de la información contenida en declaracio-
nes tributarias correspondientes a tributos cedidos gestio-
nados por las Comunidades, como el Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 
el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y los tributos 
estatales sobre el juego gestionados por las Comunidades 
Autónomas por delegación del Estado, dado que dicha infor-

mación pone de relieve la existencia de otros posibles hechos 
imponibles, especialmente, en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, Impuesto sobre Sociedades e Impuesto 
sobre el Patrimonio.

En 2018, continuará el suministro por las Comunidades 
Autónomas a la Agencia Tributaria de la información de las 
familias numerosas y de los grados de discapacidad.

Esta información resulta necesaria para la tramitación de 
los pagos anticipados de las deducciones por familias nume-
rosas y grados de discapacidad previstas en el artículo 81 bis 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas.

Por su parte, la Agencia Tributaria continuará proporcio-
nando a las Administraciones Tributarias autonómicas ac-
ceso a la información sobre los impuestos cedidos que sea 
necesaria para su adecuada gestión tributaria.

Además de estos intercambios de información generales, 
se potenciarán los intercambios de información específicos 
sobre determinados hechos, operaciones, valores, bienes o 
rentas con trascendencia tributaria que resulten relevantes 
para la gestión tributaria de cualquiera de las Administracio-
nes, especialmente para la lucha contra el fraude. En particu-
lar, durante 2018, se intensificará el intercambio de informa-
ción para la mejora de la gestión recaudatoria de los importes 
adeudados a las Administraciones Tributarias.

Se fomentará la transmisión por parte de las Comunidades 
Autónomas de información sobre los valores reales de trans-
misión de bienes y derechos en el Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y en 
el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones que hayan sido 
comprobados por las Administraciones Tributarias autonó-
micas en el curso de procedimientos de control, dada la re-
percusión de este valor comprobado en los Impuestos sobre 
la Renta de las Personas Físicas y Sociedades gestionados 
por la Agencia Tributaria.

Del mismo modo, se potenciará la remisión de información 
por parte de las Comunidades Autónomas sobre la constitu-
ción de rentas vitalicias, operaciones de disolución de socie-
dades y de reducción del capital social con atribución de bie-
nes o derechos de la sociedad a sus socios, préstamos entre 
particulares y pagos presupuestarios antes de su realización, 
a efectos de proceder al embargo del correspondiente dere-
cho de crédito en caso de que el acreedor mantenga deudas 
pendientes de pago con la Agencia Tributaria.

Finalmente, en materia de intercambio de información, se 
continuará potenciando la colaboración entre la Agencia Tri-
butaria y las Administraciones Tributarias autonómicas en la 
transmisión de la información obtenida en los procedimien-
tos de control desarrollados por cada una de ellas que resul-
te relevante para la tributación por otras figuras impositivas 
gestionadas por otra Administración.

La planificación coordinada y la colaboración en la selec-
ción de los contribuyentes que serán objeto de actuaciones 
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de control será otra área de atención preferente. En este ám-
bito, destacan:
a) Control global de las deducciones sobre el tramo auto-

nómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobadas por las distintas Comunidades Autó-
nomas, partiendo especialmente de la información sumi-
nistrada por dichas Comunidades.

b) Asimismo, se utilizará intensivamente la información remi-
tida por las Comunidades Autónomas en materia de disca-
pacidad y familia numerosa para el control de la tributación 
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

c) Impuesto sobre el Patrimonio correspondiente a ejerci-
cios no prescritos y su relación con el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, mediante el cruce de informa-
ción sobre la titularidad de bienes y derechos, incluidos 
los situados en el extranjero, y la identificación de con-
tribuyentes no declarantes de dicho impuesto que estén 
obligados a presentar declaración.

d) Operaciones inmobiliarias significativas al objeto de de-
terminar su tributación por el Impuesto sobre el Valor 
Añadido o, alternativamente, por el concepto «Trans-
misiones Patrimoniales Onerosas» del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados.

e) Operaciones societarias más relevantes declaradas exen-
tas del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados por haberse acogido al 
régimen fiscal especial del capítulo VII del título VII de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades.

f) Cumplimiento de los requisitos para disfrutar de deter-
minados beneficios fiscales en el Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones a través de la comprobación de la 
principal fuente de renta.

g) Cumplimiento de los requisitos para la aplicación del ré-
gimen fiscal de las cooperativas.

h) Domicilios declarados y sus modificaciones. 
i)  Comprobación de los requisitos para el disfrute de la 

exención o bonificación del Impuesto Especial sobre 
Determinados Medios de Transporte por adquisición de 
vehículos por minusválidos y familias numerosas.

Finalmente, por lo que se refiere a las Comunidades de ré-
gimen foral, tanto el Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco (aprobado por Ley 12/2002, de 23 
de mayo), como el Convenio Económico entre el Estado y la 
Comunidad Foral de Navarra (aprobado por Ley 28/1990, de 
26 de diciembre), contemplan entre sus principios esencia-
les los de coordinación y colaboración mutua entre dichas 
Comunidades y el Estado en la aplicación de sus respectivos 
regímenes tributarios.

La línea fundamental de colaboración entre el Estado y la 
Comunidad Foral de Navarra y las Diputaciones Forales del 
País Vasco vendrá constituida por el intercambio de la infor-
mación necesaria para facilitar a los contribuyentes el cum-
plimiento de sus obligaciones tributarias y luchar contra el 
fraude fiscal, especialmente aquél que pretende aprovechar-
se de las diferencias normativas en los distintos territorios o 
de la existencia de Administraciones Tributarias diferentes, 
mediante fórmulas de deslocalización o planificaciones fis-
cales abusivas. 

Igualmente se intercambiará la información sobre opera-
ciones realizadas por sujetos pasivos del SII cuyo destina-
tario tenga su domicilio fiscal en las otras Administraciones 
tributarias.

Pueden consultar el texto íntegro en el siguiente link: 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/01/23/pdfs/BOE-A-2018-792.pdf
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NOVEDADES AUTONÓMICAS

Novedades normativas aprobadas por las Comunidades 
Autónomas de Régimen Común en los Impuestos sobre 
Sucesiones y Donaciones y Transmisiones Patrimoniales Onerosas 
y Actos Jurídicos Documentados para 2018

ANDALUCÍA

Ley 5/2017 de 5 de diciembre de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 2018

Disposición final Segunda
El texto refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de tributos cedidos 
aprobado por Decreto Legislativo 1/2009, de 1 de septiembre, queda modificado como sigue:

UNO. Se modifica el artículo 19, que queda redactado como sigue:
«Artículo 19. Reducción propia de la base imponible para cónyuge y parientes directos por herencias.
1. Sin perjuicio de las reducciones previstas en el artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Suce-

siones y Donaciones, y de cualquier otra que pudiera ser de aplicación en virtud de las disposiciones dictadas por la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía en ejercicio de su competencia normativa, se aplicará una reducción propia por un importe de 
hasta 1.000.000 de euros para adquisiciones mortis causa, incluidas las de los beneficiarios de pólizas de seguros de vida, 
liquidando el impuesto por el exceso de dicha cuantía, siempre que concurran en el contribuyente los siguientes requisitos:
a) Que esté comprendido en los Grupos I y II del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, o en los supues-

tos de equiparaciones establecidos en el artículo 17.1 de la presente Ley.
b) Que su patrimonio preexistente sea igual o inferior a 1.000.000 de euros.

El importe de esta reducción de la base imponible consistirá en una cantidad variable, cuya aplicación determine 
que el importe total de las reducciones aplicables no supere 1.000.000 de euros.

2. En los supuestos en que proceda la aplicación del tipo medio efectivo de gravamen, por desmembración de dominio o 
acumulación de donaciones a la sucesión, el límite de 1.000.000 de euros estará referido al valor íntegro de los bienes y 
derechos que sean objeto de adquisición».

DOS. Se modifica el artículo 20, que queda redactado de la siguiente manera:
«Artículo 20. Reducciones propias de la base imponible para sujetos pasivos con discapacidad por adquisiciones mortis causa.
1. Sin perjuicio de las reducciones previstas en el artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones, y de cualquier otra que pudiera ser de aplicación en virtud de las disposiciones dictadas por 
la Comunidad Autónoma de Andalucía en ejercicio de su competencia normativa, se aplicará una reducción propia por 
un importe de hasta 1.000.000 de euros para adquisiciones mortis causa, incluidas las de los beneficiarios de pólizas 
de seguros de vida, liquidando el impuesto por el exceso de dicha cuantía, siempre que concurran en el sujeto pasivo 
los siguientes requisitos:
a) Que tenga la consideración legal de persona con discapacidad.
b) Que pertenezca a los Grupos I y II del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, o en los supuestos de 

equiparaciones establecidos en al artículo 17.1 de la presente Ley.
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El importe de esta reducción de la base imponible consistirá en una cantidad variable, cuya aplicación determine que 
el importe total de las reducciones aplicables no supere 1.000.000 de euros.

En los casos en que proceda la aplicación del tipo medio efectivo de gravamen, por desmembración de dominio o 
acumulación de donaciones a la sucesión, el límite de 1.000.000 de euros estará referido al valor íntegro de los bienes 
y derechos que sean objeto de adquisición.

Esta reducción será incompatible con la prevista en el artículo 19 de la presente Ley.
2. En el supuesto en que el sujeto pasivo con discapacidad pertenezca a los Grupos III y IV del artículo 20.2.a) de la Ley 

29/1987, de 18 de diciembre, se aplicará una reducción propia por un importe de hasta 250.000 euros para adquisiciones 
mortis causa, incluidas las de los beneficiarios de pólizas de seguros de vida, liquidando el impuesto por el exceso de dicha 
cuantía, siempre que su patrimonio preexistente sea igual o inferior a 1.000.000 de euros.

El importe de esta reducción de la base imponible consistirá en una cantidad variable, cuya aplicación determine que el 
importe total de las reducciones aplicables no supere 250.000 euros.

En los casos en que proceda la aplicación del tipo medio efectivo de gravamen, por desmembración de dominio o acu-
mulación de donaciones a la sucesión, el límite de 250.000 euros estará referido al valor íntegro de los bienes y derechos 
que sean objeto de adquisición».

TRES. Se añade el artículo 21 bis, con la siguiente redacción:
«Artículo 21 bis. Reducción propia por la donación de vivienda habitual a descendientes con discapacidad.
1. Los donatarios que reciban el pleno dominio de una vivienda de sus ascendientes o adoptantes, o de las personas equipa-

radas a estos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17.1 de la presente Ley, podrán aplicar una reducción propia del 
99% del importe de la base imponible del impuesto, siempre que concurran los siguientes requisitos:
a) Que el donatario tenga la consideración legal de persona con discapacidad.
b) Que el inmueble adquirido se destine a vivienda habitual del donatario.
c) Que se haga constar en la escritura pública en la que se formalice la donación que el inmueble se destine a constituir la 

vivienda habitual para el donatario y el compromiso de no realizar una transmisión inter vivos en los tres años siguientes 
a su adquisición.

d) Que el patrimonio preexistente del donatario esté comprendido en el primer tramo de la escala establecida por el artículo 
22 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

2. El importe de la reducción no podrá exceder de 180.000 euros.
En el caso de dos o más donaciones provenientes del mismo o de diferentes donantes cotitulares de la vivienda donada, 

la base de la reducción no podrá exceder del límite anteriormente señalado».

CUATRO. Se modifica el apartado 2 del artículo 22 bis, que queda redactado de la siguiente manera:
«2. El importe de la reducción no podrá exceder de 1.000.000 de euros.

En el caso de dos o más donaciones, provenientes del mismo o de diferentes donantes relacionados en el apartado 1 
de este artículo, la base de la reducción será el resultado de sumar el importe de todas ellas, sin que pueda exceder del 
límite anteriormente señalado».

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace: 
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/239/BOJA17-239-00207-21327-01_00126313.pdf

CANTABRIA
Ley de Cantabria 9/2017, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas

Artículo 3. Modificación del Decreto Legislativo 62/2008, de 19 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de tributos cedidos por el Estado.

TRES. Reducciones autonómicas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
Se modifica el artículo 5 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, quedando redactado de la siguiente forma:
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De acuerdo con lo previsto en el artículo 48.1.a) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican deter-
minadas normas tributarias, y en orden a la aplicación de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, la base liquidable se determinará aplicando en la base imponible las reducciones 
establecidas en este artículo.
1. En las adquisiciones «mortis causa», incluidas las de los beneficiarios de pólizas de seguros de vida, la base liquidable se 

obtendrá aplicando en la base imponible la reducción que corresponda de las incluidas en los grupos siguientes:
a) Grupo I (adquisiciones por descendientes y adoptados menores de veintiún años):

• 50.000, más 5.000 euros por cada año de menos de veintiuno que tenga el causahabiente.
b) Grupo II (adquisiciones por descendientes y adoptados de veintiún años o más, cónyuges y ascendientes y adoptantes):

• 50.000.
c) Grupo III (adquisiciones por colaterales de segundo y tercer grado y por ascendientes y descendientes por afinidad):

• Colaterales de segundo grado por consanguinidad: 25.000 euros.
• Resto de grupo III: 8.000 euros.

d) Grupo IV (adquisiciones por colaterales de cuarto grado o de grados más distantes y por extraños): no se aplica ninguna 
reducción por razón de parentesco.
A efectos de la aplicación de las reducciones de la base imponible reguladas en este artículo, se asimilarán a los descen-

dientes incluidos en el Grupo II a aquellas personas llamadas a la herencia y pertenecientes a los Grupos III y IV, vinculadas 
al causante al incapacitado como tutores legales judicialmente declarados.

Igualmente, se asimilan a los cónyuges los componentes de las parejas de hecho inscritas conforme a lo establecido en la 
Ley de Cantabria 1/2005, de 16 de mayo, de parejas de hecho de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Se aplicará, además de las que pudieran corresponder en función del grado de parentesco con el causante, una reducción 
50.000 euros a las personas que tengan la consideración legal de personas con discapacidad, con un grado de discapacidad 
igual o superior al 33 por 100 e inferior al 65 por 100, de acuerdo con el baremo a que se refiere artículo 367 del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre; la reducción 
será de 200.000 euros para aquellas personas que, con arreglo a la normativa anteriormente citada, acrediten un grado de 
discapacidad igual o superior al 65 por 100.

2. Con independencia de las reducciones anteriores, se aplicará una reducción del 100 por 100 a las cantidades percibidas por 
los beneficiarios de contratos de seguros sobre la vida, cuando su parentesco con el contratante fallecido sea el de cónyuge, 
ascendiente, descendiente, adoptante o adoptado. En los seguros colectivos o contratados por las empresas a favor de sus 
empleados se estará al grado de parentesco entre el asegurado fallecido y el beneficiario. El límite de esta reducción será de 
50.000 euros.

3. En los casos en los que en la base imponible de una adquisición «mortis causa», que corresponda a los cónyuges, descen-
dientes o adoptados de la persona fallecida, estuviese incluido el valor de una empresa individual, de un negocio profesional 
incluidos los relacionados con la producción y comercialización en el sector ganadero, agrario o pesquero, o participaciones 
en entidades a los que sea de aplicación la exención regulada en el apartado octavo del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de 
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, o de derechos de usufructo sobre los mismos, para obtener la base liquidable se 
aplicará en la imponible, con independencia de las reducciones que procedan con arreglo a los apartados anteriores, otra del 
99 por ciento del mencionado valor, siempre que la adquisición se mantenga durante los cinco años siguientes al fallecimiento 
del causante, salvo que falleciese el adquirente dentro de este plazo.

En los supuestos del párrafo anterior, cuando no existan descendientes o adoptados, la reducción será de aplicación a las 
adquisiciones por ascendientes, adoptantes y colaterales, hasta el cuarto grado y con los mismos requisitos recogidos ante-
riormente. En todo caso, el cónyuge supérstite tendrá derecho a la reducción del 99 por ciento.

Por último, en estos mismos supuestos de adquisición mortis causa de una empresa o negocio profesional señalados en 
este artículo, cuando no existan familiares adquirentes hasta el cuarto grado, y con los mismos requisitos recogidos en el 
precepto, los adquirentes que mantengan la adquisición tendrán igualmente derecho a la reducción del 99 por ciento.

En el caso de no cumplirse los requisitos a que se refiere el presente apartado, deberá pagarse la parte del impuesto que se 
hubiere dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada y los intereses de demora.

4. En las adquisiciones por causa de muerte que correspondan al cónyuge, a los descendientes, a los ascendientes o a los cola-
terales del causante, puede aplicarse a la base imponible una reducción del 95 por ciento del valor de la vivienda habitual del 
causante, con un límite de 125.000 por cada sujeto pasivo.

A efectos de la aplicación de la reducción establecida en la presente sección, tiene la consideración de vivienda habitual 
la vivienda que cumple los requisitos y se ajusta a la definición establecidos en la normativa reguladora del impuesto sobre 
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la renta de las personas físicas, sin perjuicio de que puedan considerarse como vivienda habitual, conjuntamente con esta 
vivienda, un trastero y hasta dos plazas de aparcamiento, pese a no haber sido adquiridos simultáneamente en unidad de 
acto, si están ubicados en el mismo edificio o complejo urbanístico y si en la fecha de la muerte del causante se hallaban a su 
disposición, sin haberse cedido a terceros.

Los parientes colaterales del causante, para poder disfrutar de la reducción establecida en el apartado 1, han de ser mayores 
de sesenta y cinco años y han de haber convivido con el mismo como mínimo los dos años anteriores a su muerte.

El disfrute definitivo de la reducción establecida en la presente sección queda condicionado al mantenimiento de la vivienda 
en el patrimonio del adquirente durante los cinco años siguientes a la muerte del causante, salvo que el adquirente fallezca 
en este plazo.

5. Cuando en la base imponible correspondiente a una adquisición "mortis causa" del cónyuge, descendientes o adoptados de la 
persona fallecida se incluyeran bienes comprendidos en los apartados uno, dos o tres del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 
de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en cuanto integrantes del Patrimonio Histórico Español o del Patrimonio Histórico 
o Cultural de las Comunidades Autónomas, se aplicará, asimismo, una reducción del 95 por 100 de su valor, con los mismos 
requisitos de permanencia señalados en los apartados 3 y 4.

6. En el caso de no cumplirse el requisito de permanencia al que se refieren los apartados anteriores, deberá pagarse la parte 
del impuesto que se hubiese dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada y los intereses de demora.

7. Si unos mismos bienes en un período máximo de diez años fueran objeto de dos o más transmisiones "mortis causa" a favor 
de descendientes, en la segunda y ulteriores se deducirá de la base imponible, además, el importe de lo satisfecho por el 
impuesto en las transmisiones precedentes. Se admitirá la subrogación de los bienes cuando se acredite fehacientemente.

8. En el caso de obligación real de contribuir, las reducciones aplicables serán las establecidas en el apartado 1.
9. En los casos de transmisión de participaciones ínter vivos, a favor de familiares hasta el cuarto grado, de una empresa indivi-

dual, de un negocio profesional, incluidos los relacionados con la producción y comercialización en el sector ganadero, agrario 
o pesquero, o de participaciones en entidades del donante a los que sea de aplicación la exención regulada en el apartado 
octavo del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, se aplicará una reducción en la base 
imponible para determinar la liquidable del 99 por ciento del valor de adquisición, siempre que concurran las condiciones 
siguientes:
a) Que el donante tuviese sesenta y cinco o más años o se encontrase en situación de incapacidad permanente, en grado de 

absoluta o gran invalidez.
b) En cuanto al donatario, deberá mantener lo adquirido y tener derecho a la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio 

durante los cinco años siguientes a la fecha de la escritura pública de donación, salvo que falleciera dentro de este plazo.
Asimismo, el donatario no podrá realizar actos de disposición y operaciones societarias que, directa o indirectamente, pue-

dan dar lugar a una minoración sustancial del valor de la adquisición.
Dicha obligación también resultará de aplicación en los casos de adquisiciones "mortis causa" a que se refiere el apartado 

3 de este artículo.
En estos mismos supuestos de adquisición inter vivos de una empresa o negocio profesional señalados en este artículo, 

cuando no existan familiares adquirentes hasta el cuarto grado, y con los mismos requisitos recogidos en el precepto, los 
adquirentes que mantengan la adquisición tendrán igualmente derecho a la reducción del 99 por ciento.

En el caso de no cumplirse los requisitos a que se refiere el presente apartado, deberá pagarse la parte del impuesto que se 
hubiere dejado de ingresar como consecuencia de la reducción practicada y los intereses de demora.

10.La reducción en la base imponible será de un 95 por ciento, siempre que se mantengan las condiciones señaladas en las 
letras a) y b) del punto anterior, para las donaciones a favor del cónyuge, descendientes o adoptados, de los bienes compren-
didos en los apartados uno, dos y tres del artículo 4º de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en 
cuanto integrantes del Patrimonio Histórico Español o del Patrimonio Histórico o Cultural de las Comunidades Autónomas.

El incumplimiento de los requisitos exigidos llevará consigo el pago del impuesto dejado de ingresar y los correspondientes 
intereses de demora.

11.En las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad, regulado en la Ley 41/2003, de 18 
de noviembre, de Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria, se aplicará una reducción del 100 por ciento de la base imponible, a la parte 
que, por exceder del importe máximo fijado por la ley para tener la consideración de rendimientos del trabajo personal para 
el contribuyente con discapacidad, quede sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. El importe de la base imponible 
sujeto a reducción no excederá de 100.000 euros.

La aplicación de la presente reducción queda condicionada a que las aportaciones cumplan los requisitos y formalidades 
establecidos por la citada Ley 41/2003, de 18 de noviembre.
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12.Se aplicará una reducción del 100 por ciento a las adquisiciones patrimoniales "mortis causa" que se produzcan como con-
secuencia de la reversión de bienes aportados a patrimonios protegidos al aportante en caso de extinción del patrimonio por 
fallecimiento de su titular.

CUATRO. Tarifa en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
Se modifica el artículo 6 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, quedando redactado de la siguiente forma:
«1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 48.1.b) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 

de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias, y en orden a la aplicación de lo dispuesto en el artículo 21.1 de la Ley 28/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, la cuota íntegra del impuesto se obtendrá aplicando a la base liqui-
dable, calculada según lo dispuesto en el apartado anterior, la escala siguiente:

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0,00  7.993,46 7,65

7.993,46 611,50 7.987,45 8,50

15.980,91 1.290,43 7.987,45 9,35

23.968,36 2.037,26 7.987,45 10,20

31.955,81 2.851,98 7.987,45 11,05

39.943,26 3.734,59 7.987,46 11,90

47.930,72 4.685,10 7.987,45 12,75

55.918,17 5.703,50 7.987,45 13,60

63.905,62 6.789,79 7.987,45 14,45

71.893,07 7.943,98 7.987,45 15,30

79.880,52 9.166,06 39.877,15 16,15

119.757,67 15.606,22 39.877,16 18,70

159.634,83 23.063,25 79.754,30 21,25

239.389,13 40.011,04 159.388,41 25,50

398.777,54 80.655,08 398.777,54 29,75

797.555,08 199.291,40 en adelante 34,00

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la cuota íntegra del impuesto sobre sucesiones y donaciones en las trans-
misiones lucrativas entre vivos a favor de contribuyentes de los grupos I y II que define el artículo 2 se obtiene como resultado 
de aplicar a la base liquidable la siguiente escala:

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0,00  50.000 1

50.000 500 50.000 10

100.000 5.500 300.000 20

400.000 65.500 en adelante 30

3. Las donaciones y demás transmisiones "inter vivos" equiparables que se otorguen por un mismo donante a un mismo donata-
rio dentro del plazo de tres años, a contar desde la fecha de cada una, se considerarán como una sola transmisión a los efectos 
de la liquidación del impuesto. Para determinar la cuota tributaria se aplicará a la base liquidable de la actual adquisición el tipo 
medio correspondiente a la base liquidable teórica del total de las adquisiciones acumuladas.

Lo dispuesto en el apartado anterior, a efectos de la determinación de la cuota tributaria, será igualmente aplicable a las 
donaciones y demás transmisiones "inter vivos" equiparables acumulables a la sucesión que se cause por el donante a favor 
del donatario, siempre que el plazo que medie entre ésta y aquéllas no exceda de tres años.

A estos efectos, se entenderá por base liquidable teórica del total de las adquisiciones acumuladas la suma de las 
bases liquidables de las donaciones y demás transmisiones "inter vivos" equiparables anteriores y la de la adquisición 
actual.»
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CINCO. Bonificaciones autonómicas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
Se modifica el artículo 8 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Me-
didas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:
«1. Se establece una bonificación autonómica del 90 por ciento de la cuota tributaria en las adquisiciones "mortis causa" de los 

contribuyentes incluidos en los Grupos I y II del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. Se exceptúan de esto, las bases imponibles individuales inferiores a 100.000 euros, que gozarán 
de una bonificación del 100 por ciento.

2. A los efectos de la aplicación de las bonificaciones autonómicas de la cuota tributaria reguladas en este artículo, se asimilarán 
a los descendientes incluidos en el Grupo II a aquellas personas llamadas a la herencia y pertenecientes a los Grupos III y IV, 
vinculadas al causante incapacitado como tutores legales judicialmente declarados.

Se asimilan a los cónyuges, a los efectos de aplicación de esta bonificación autonómica de la cuota tributaria, las parejas de 
hecho inscritas conforme a lo establecido en la Ley de Cantabria 1/2005, de 16 de mayo, de parejas de hecho de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria.

3. Se crea una bonificación autonómica del 99 por ciento en la cuota tributaria en la donación de vivienda que vaya a constituir la 
residencia habitual del donatario, realizada a descendientes y adoptados, hasta los primeros 200.000 euros del valor real de la 
vivienda donada.

En el caso de donación de un terreno para construir una vivienda que vaya a constituir la residencia habitual del donatario, la 
bonificación sobre la cuota tributaria será de la misma cuantía porcentual que en el caso de donación de vivienda y se aplicará 
sobre los primeros 60.000 euros del valor real del terreno donado.

Cuando una misma vivienda o terreno se done por los ascendientes a más de uno de sus descendientes o adoptados, éstos 
deberán reunir individualmente las condiciones establecidas para cada bonificación autonómica.

En el caso de donación de una participación "pro indiviso" de la vivienda o del terreno, la bonificación se prorrateará en pro-
porción al valor real de la participación transmitida respecto al valor real total de la vivienda o del terreno.

La bonificación será aplicable siempre que concurran todas las condiciones siguientes:
a) Se hará constar en el documento público en el que se formalice la donación de la vivienda, que ésta constituirá la residencia 

habitual del donatario o donatarios. En el caso de la donación de terreno, se exigirá igualmente que quede constancia de 
que dicho terreno se utilizará exclusivamente para la construcción de la vivienda que constituirá la residencia habitual del 
donatario o donatarios. No se aplicará la bonificación si no consta dicha declaración en el documento, ni tampoco se apli-
cará cuando se produzcan rectificaciones del documento que subsanen su omisión, una vez pasados tres meses desde la 
formalización de la donación.

b) El patrimonio preexistente del donatario no podrá superar la cifra correspondiente al primer tramo de la escala establecida 
en el artículo 22 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto de Sucesiones y Donaciones.

c) El donatario deberá tener una renta familiar inferior a 4 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) 
anual. A estos efectos se determinará el nivel de renta por la agregación de la diferencia entre base imponible general y el 
importe del mínimo personal y familiar más la base imponible del ahorro de la última declaración del IRPF, de todos los 
componentes de la unidad familiar del donatario que haya debido presentarse a la fecha de realización de la donación.

d) La vivienda o el terreno donados deberán estar situados en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria.
e) En el caso de donación de terreno para la construcción de la vivienda, ésta deberá haberse finalizado en el plazo de dos años 

desde la formalización de la donación, debiendo aportarse por el beneficiario, a efectos de acreditación, la correspondiente 
cédula de habitabilidad o licencia de primera ocupación. Se podrá prorrogar el plazo de entrega de esta documentación cuando 
la demora en su aportación pueda atribuirse a retrasos en su tramitación imputables a la Administración que sea competente.

f) La vivienda donada, o construida sobre el terreno donado, deberá permanecer en el patrimonio del donatario durante los 
cinco años siguientes a la donación, e igualmente deberá constituir su residencia habitual durante ese mismo periodo, salvo 
que fallezca en ese plazo o concurran circunstancias que necesariamente exijan el cambio de vivienda, tales como separación 
matrimonial, traslado laboral, obtención de primer empleo o de empleo más ventajoso u otras análogas.

g) La donación de la vivienda, o del terreno, deberá hacerse en su integridad sin posibilidad de reserva de derechos reales sobre 
la misma por parte del donante.

h) La bonificación de la cuota se podrá aplicar por el mismo donatario en la donación de una única vivienda o terreno para construirla.
4. Se crea una bonificación autonómica del 99 por ciento, de la cuota tributaria en la donación de la vivienda que vaya a constituir 

la residencia habitual del donatario, realizada a favor del cónyuge o pareja de hecho inscrita conforme a la Ley 1/2005, de 16 de 
mayo, de parejas de hecho de la Comunidad Autónoma, cuando la donación se produzca como consecuencia de un proceso de 
ruptura matrimonial o de la ruptura de la convivencia de hecho, hasta los primeros 200.000 euros de valor real de la vivienda 
donada. 
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En los mismos supuestos de ruptura matrimonial o convivencia de hecho, cuando lo que se done sea un terreno para cons-
truir una vivienda que vaya a constituir la residencia habitual del donatario, la bonificación sobre la cuota tributaria será del 99 
por ciento hasta los primeros 60.000 euros del valor real del terreno donado.
La bonificación será aplicable siempre que concurran todas las condiciones establecidas en los epígrafes b, d, e, f, g y h del 

apartado número 2 de este artículo, además de las siguientes:
a) La donación se formalizará en instrumento público, o en el convenio regulador de las relaciones futuras del matrimonio o pareja 

de hecho inscrita, que deberá ser aprobado judicialmente, y en ambos supuestos se hará constar:
• Que el donatario no tiene otra vivienda de similar o superior superficie, en el territorio de la Comunidad Autónoma.
• Que la vivienda donada, o la que se construya sobre el terreno donado, constituirá su residencia habitual.

No se aplicará la bonificación si no constan dichas declaraciones en el documento, ni tampoco se aplicarán cuando se pro-
duzcan rectificaciones en el documento transcurridos tres meses desde la formalización de la donación en instrumento público, 
o desde la notificación de la sentencia por la que se apruebe el Convenio Regulador de las relaciones futuras del matrimonio o 
pareja de hecho inscrita.

b) El donatario deberá tener una renta inferior a 4 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) anual. A estos 
efectos se determinará el nivel de renta por la agregación de la diferencia entre base imponible general y el importe del mínimo 
personal y familiar, más la base imponible del ahorro de la última declaración del IRPF de los componentes de la unidad familiar 
del donatario que haya debido presentarse a la fecha de realización de la donación.

En ningún caso se computarán para la determinación de la renta del donatario los ingresos obtenidos por el donante ni por 
los hijos mayores de 18 años de edad.

5. Se establece una bonificación autonómica del 99 por ciento de la cuota tributaria hasta los primeros 100.000 euros donados, 
en la donación de metálico realizada a descendientes, adoptados, cónyuges o pareja de hecho inscrita conforme a la Ley 1/2005 
de 16 de mayo, de parejas de hecho de la Comunidad Autónoma, destinada a la adquisición de la vivienda que vaya a constituir 
la residencia habitual del donatario, cuando en estos dos últimos supuestos, la donación se produzca como consecuencia de 
un proceso de ruptura matrimonial o de la ruptura de la convivencia de hecho.

En los mismos supuestos, se bonificará el 99 por ciento de la cuota tributaria hasta los primeros 30.000 euros en el caso de 
que el metálico objeto de donación se destine a la adquisición del terreno para construir una vivienda que vaya a constituir la 
residencia habitual del donatario.

La bonificación será aplicable siempre que concurran todas las condiciones siguientes:
a) El patrimonio preexistente del donatario no podrá superar la cifra correspondiente al primer tramo de la escala establecida 

en el artículo 22 de la Ley 29/1987 del Impuesto de Sucesiones y Donaciones.
b) El donatario deberá tener una renta familiar inferior a 4 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) 

anual. A estos efectos se determinará el nivel de renta por la agregación de la diferencia entre la base imponible general y 
el importe del mínimo personal y familiar más la base imponible del ahorro de la última declaración del IRPF, de todos los 
componentes de la unidad familiar del donatario que haya debido presentarse a la fecha de realización de la donación.

Cuando la donación se produzca a favor del cónyuge o pareja de hecho inscrita, en ningún caso se computarán para la 
determinación de la renta del donatario los ingresos obtenidos por el donante ni por los hijos mayores de 18 años de edad.

c) La vivienda o el terreno deberán estar situados en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria.
d) La vivienda adquirida, o construida sobre el terreno adquirido, con el metálico donado deberá permanecer en el patrimonio 

del donatario durante los cinco años siguientes a la donación del metálico, e igualmente deberá constituir su residencia 
habitual durante ese mismo periodo, salvo que fallezca en ese plazo o concurran circunstancias que necesariamente exijan 
el cambio de vivienda, tales como separación matrimonial, traslado laboral, obtención de primer empleo o de empleo más 
ventajoso u otras análogas.

e) El origen de los fondos donados en metálico habrá de estar justificado y manifestarse su origen en el documento público 
en el que se formalice la donación y su aplicación a la adquisición de la vivienda que constituirá la residencia habitual del 
donatario, o del terreno para construirla, debiendo presentarse copia de dicho documento junto con la declaración del 
impuesto.

No se aplicará la bonificación si no consta dicha declaración en el documento público, ni tampoco se aplicará cuando se 
produzcan rectificaciones del documento que subsanen su omisión una vez pasados tres meses desde la formalización de 
la donación.

f) La compra de la vivienda que vaya a ser la residencia habitual consecuencia de donación de metálico, deberá efectuarse en el 
plazo de los seis meses posteriores a la formalización de la donación. En el caso de adquisición de terreno para la construc-
ción de la vivienda, esta deberá haberse finalizado en el plazo de dos años desde la formalización de la donación debiendo 
aportarse por el beneficiario antes de la conclusión del citado plazo de dos años la correspondiente cédula de habitabilidad 
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o licencia de primera ocupación. Se podrá prorrogar el plazo de entrega de esta documentación cuando la demora en su 
aportación pueda atribuirse a retrasos en su tramitación imputables a la Administración que sea competente.

g) La limitación de los primeros 100.000 y 30.000 euros donados se aplicará tanto si se tratase de una única donación como 
si, en el caso de donaciones sucesivas, proviniesen del mismo ascendiente o de diferentes ascendientes.

h) La bonificación de la cuota se podrá aplicar por el mismo donatario en la donación de metálico para la adquisición de una 
única vivienda o terreno para construirla.

6. Se crea una bonificación del 99 por ciento de la cuota tributaria hasta los primeros 100.000 euros donados, en las donaciones 
de metálico a descendientes y adoptados para la puesta en marcha de una actividad económica o para la adquisición de una ya 
existente o de participaciones en determinadas entidades, con los requisitos que a continuación se enumeran.

Los requisitos a cumplir son los siguientes:
a) La donación se formalizará en escritura pública, en la que se hará constar expresamente que el dinero donado se destinará 

por el donatario a la creación o adquisición de su empresa individual o de su negocio profesional, o a la adquisición de par-
ticipaciones sociales.

b) La edad máxima del donatario será de treinta y seis años.
c) La adquisición de la empresa individual, negocio profesional, o de las participaciones sociales deberá realizarse en el plazo 

de seis meses desde la formalización de la donación.
d) En el caso de adquisición de empresa, esta deberá ajustarse a la definición de PYME conforme a la normativa comunitaria 

en la materia.
e) Cuando el metálico donado se emplee en adquirir participaciones, éstas corresponderán a entidades a las que sea de aplicación 

la exención regulada en el apartado octavo del artículo 4º de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. El 
donatario deberá ejercer de forma efectiva funciones de dirección en la empresa cuyas participaciones se adquieran.

f) La limitación en cuanto a los primeros cien mil euros donados se aplicará tanto si se tratase de una única donación como en 
el caso de donaciones sucesivas, proviniesen del mismo ascendiente o de diferentes ascendientes.

g) Durante el plazo de cinco años deberá mantenerse el domicilio social y fiscal de la entidad creada o participada en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma de Cantabria. En el caso de modificarse el domicilio fiscal o social, el beneficiario deberá 
comunicarlo al órgano tributario competente de la Comunidad Autónoma en el plazo de treinta días hábiles desde que se 
produzca la incidencia.

h) El donatario deberá mantener lo adquirido y tener derecho a la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio durante los cinco 
años siguientes a la fecha de la escritura pública de donación, y no realizar ningún acto que directa o indirectamente pueda 
dar lugar a una minoración sustancial de lo adquirido, salvo que fallezca en ese plazo.

La bonificación será del 100 por cien hasta los primeros doscientos mil euros donados, para aquellas empresas que, cumpliendo 
todos los requisitos anteriores, experimenten, durante los doce meses siguientes a la constitución o adquisición de la empresa o 
negocio, o a la adquisición de las participaciones en la entidad, un incremento de su plantilla media total con respecto de la plantilla 
media de los doce meses anteriores y dicho incremento se mantenga durante un período adicional de otros veinticuatro meses.
7. A efectos de la aplicación de las bonificaciones autonómicas establecidas en de este artículo, se estará al concepto de vivienda 

habitual regulado en la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
En caso de no cumplirse todos los requisitos que se exigen para la aplicación de las bonificaciones autonómicas reguladas 

en los apartados anteriores del presente artículo, deberá satisfacerse la parte del impuesto que se hubiera dejado de ingresar 
como consecuencia de la bonificación practicada y los intereses de demora correspondientes.

8. El sujeto pasivo gravado por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones tendrá derecho a deducirse la tasa por Valoración 
previa de inmuebles objeto de adquisición o transmisión en los casos en que adquiera, mediante actos o negocios jurídicos, 
intervivos o por causa de muerte, bienes valorados por el perito de la Administración.

Las condiciones para poder deducirse la tasa son las siguientes:
a) Que la tasa haya sido efectivamente ingresada y no proceda la devolución de ingreso indebido, de acuerdo con lo regulado 

en el artículo 12 de la Ley de Cantabria 9/1992, de 18 de diciembre.
b) Que coincida el sujeto pasivo de la tasa y del Impuesto objeto de declaración o declaración-liquidación.
c) Que, en relación con la tributación por el impuesto que proceda, el valor declarado respecto del bien o bienes objeto de valo-

ración, sea igual o superior al atribuido por el perito de la Administración en la actuación sujeta a la tasa.
d) Que el Impuesto a que se sujete la operación realizada con el bien valorado sea gestionado por la Administración de la Co-

munidad Autónoma de Cantabria y le corresponda su rendimiento.
e) Que la operación sujeta al impuesto haya sido efectivamente objeto de declaración o declaración-liquidación de la deuda 

correspondiente, dentro del periodo de vigencia de la valoración sujeta a la tasa.
f) Que la deuda de la operación sujeta al impuesto sea igual o superior a la tasa pagada.».
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SEIS. Tipo de gravamen aplicable en las Transmisiones Patrimoniales Onerosas de bienes inmuebles.
1. Se modifica el apartado 2 del artículo número 9 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:
«2. Con carácter general, en la transmisión de bienes inmuebles, así como en la constitución y en la cesión de derechos 

reales que recaigan sobre los mismos, excepto en los derechos reales de garantía, se aplicará el tipo del 10 por ciento.
A los sujetos pasivos, cuya base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del periodo inmediatamente 

anterior a la realización del hecho imponible, antes de las reducciones por mínimo personal y familiar, sea inferior a 30.000 
euros se les aplicará un tipo del 8 por ciento para los precitados hechos imponibles.»

 2. Se modifica la letra c) del apartado 3 del artículo número 9 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente 
redacción:

«c) Tener, en la fecha de adquisición del bien inmueble, menos de treinta años cumplidos. Cuando como resultado de la 
adquisición de la propiedad la vivienda pase a pertenecer pro indiviso a varias personas, reuniendo unas el requisito de edad 
previsto en esta letra y otras no, se aplicará el tipo reducido sólo a los sujetos pasivos que lo reúnan, y en proporción a su 
porcentaje de participación en la adquisición. Si la adquisición se realizara con cargo a la sociedad de gananciales, siendo uno 
de los cónyuges menor de treinta años y el otro no, se aplicará el tipo del 7´5 por ciento.»

 3. Se modifica el apartado 4 del artículo 9 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«4. Se fija un tipo reducido del 5 por ciento para las adquisiciones de viviendas que vayan a ser objeto de inmediata rehabi-
litación. El tipo reducido será aplicable siempre que concurran todas las condiciones siguientes:
a) En el documento público en el que se formalice la compraventa se hará constar que la vivienda va a ser objeto de inmediata 

rehabilitación. No se aplicará el tipo reducido si no consta dicha declaración en el documento, ni tampoco se aplicará cuando 
se produzcan rectificaciones del documento que subsanen su omisión, una vez pasados tres meses desde la formalización 
de la compraventa.

b) La edificación objeto de compraventa debe mantener el uso de vivienda tras la rehabilitación.
c) El coste total de las obras de rehabilitación será como mínimo del 15 por ciento del precio de adquisición de la vivienda que 

conste en escritura.
A los efectos de este artículo son obras de rehabilitación de viviendas las siguientes:
a) Obras de reconstrucción de las viviendas, que comprendan obras de consolidación o tratamiento de elementos estructura-

les, fachadas o cubiertas.
b) Obras de adecuación estructural que proporcionen a la edificación condiciones de seguridad constructiva, de forma que 

quede garantizada su estabilidad y resistencia mecánica.
c) Obras de refuerzo o adecuación de la cimentación así como las que afecten o consistan en el tratamiento de pilares o for-

jados.
d) Obras de ampliación de la superficie construida, sobre y bajo rasante.
e) Obras de reconstrucción de fachadas y patios interiores.
f) Obras de supresión de barreras arquitectónicas y/o instalación de elementos elevadores, incluidos los destinados a salvar 

barreras arquitectónicas para su uso por personas con discapacidad.
g) Obras de albañilería, fontanería y carpintería para la adecuación de habitabilidad de la vivienda que la proporcionen condicio-

nes mínimas respecto a su superficie útil, distribución interior, aislamiento acústico, servicios higiénicos u otros servicios 
de carácter general.

h) Obras destinadas a la mejora y adecuación de la envolvente térmica de la vivienda, de instalación o mejora de los sistemas 
de calefacción, de las instalaciones eléctricas, de agua, climatización y protección contra incendios.

i) Obras de rehabilitación energética destinadas a la mejora del comportamiento energético de la vivienda reduciendo su de-
manda energética, al aumento del rendimiento de los sistemas e instalaciones térmicas o a la incorporación de equipos que 
utilicen fuentes de energía renovables.
Se entiende por inmediatas aquellas obras de rehabilitación que se finalicen en un plazo inferior a dieciocho meses desde 

la fecha de devengo del impuesto. En el plazo máximo de los treinta días posteriores a la finalización de los dieciocho meses 
a los que se refiere el párrafo anterior, el sujeto pasivo deberá presentar la licencia de obras, las facturas, los justificantes de 
pago y demás documentación oportuna derivada de la rehabilitación, que acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos 
en el presente artículo, con desglose por partidas que acrediten que el importe de las obras es igual o superior al 15 por ciento 
del precio de adquisición de la vivienda, en la Dirección General competente en materia de Vivienda, que resolverá si las obras 
a las que se refiera la documentación presentada se adecuan a las descritas en los apartados anteriores.
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El incumplimiento de la obligación de presentar la documentación reseñada en el plazo establecido o la falta de adecuación 
de las obras realizadas declarada por la Dirección General competente en materia de vivienda, determinarán la pérdida del 
derecho al tipo reducido.

La aplicación del tipo reducido estará condicionada a que los importes satisfechos por la rehabilitación sean justificados con 
factura y abonados mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas en 
entidades de crédito, a las personas o entidades que realicen las obras o presten los servicios. 

En ningún caso, darán derecho a practicar esta deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero de curso 
legal en efectivo.»

 4. Se modifica el apartado 7 del artículo 9 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«7. A los efectos de aplicación de los tipos reducidos regulados en este artículo, se asimilan a los cónyuges, las parejas de 
hecho inscritas conforme a lo establecido en la Ley 1/2005, de 16 de mayo, de parejas de hecho, de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria.

Por su parte, los tipos reducidos establecidos en el presente artículo, exceptuando el establecido en el apartado 5, sólo serán 
aplicables para la adquisición de viviendas que no superen un valor real de 300.000 euros. En las adquisiciones de viviendas 
con valor real por encima de dicha cifra, el tramo de valor real comprobado que excediese de 300.000 euros tributará al tipo 
de gravamen que corresponda».

 5. Se añade un apartado 11 al artículo 9 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«11. En las operaciones sujetas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados que sean 
realizadas entre entidades perteneciente al sector público regional íntegramente participadas por la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria, se aplicará una bonificación del 99 por 100 sobre la cuota tributaria obtenida aplicando la tarifa 
del impuesto siempre que el sujeto pasivo sea una de las precitadas entidades».

SIETE. Tipo de gravamen aplicable a las concesiones administrativas.
Se modifica el artículo 10 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«Artículo 10. Tipos de gravamen aplicables a las concesiones administrativas.
El otorgamiento de concesiones administrativas, así como la constitución o cesión de derechos reales que recaigan sobre las 

mismas, excepto en el caso de constitución de derechos reales de garantía, y en los actos o negocios administrativos equipa-
rados a ellas, tributará al tipo del 10 por ciento.»

OCHO. Tipo de gravamen aplicable a las Transmisiones Patrimoniales Onerosas de bienes muebles.
Se modifica el artículo 11 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«Artículo 11. Tipos de gravamen aplicables a la transmisión onerosa de bienes muebles
De acuerdo con lo previsto en el 49.1.a) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financia-

ción de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias, y en orden a la aplicación de lo dispuesto en el artículo 11.1 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre, la cuota tributaria en la modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas se obtendrá aplicando sobre la base 
liquidable los tipos de gravamen previstos en este artículo.

Con carácter general, se aplicará el tipo del 8 por ciento en la transmisión de bienes muebles y semovientes, así como la 
constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos, excepto los derechos reales de garantía.»

NUEVE. Tipo autonómico del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
Se modifica el artículo 18 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«Artículo 18 Tipos de gravamen aplicables a los medios de transporte incluidos en los epígrafes del apartado 1 del artículo 70 
de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias, se fija en el 9,75 por 100 el tipo impositivo aplicable a los medios de transporte incluidos en el epígrafe 3º 
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del artículo 70.1 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, en el 15 por 100 el tipo impositivo aplicable 
a los epígrafes 4º y 9º y en el 12 por 100 el tipo impositivo del epígrafe 5º.»

DIEZ. Actos Jurídicos Documentados. Tipos de Gravamen.
1. Se modifica apartado 9 en el artículo 13 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:
«9. Los tipos reducidos establecidos en los apartados anteriores del presente artículo, exceptuando el establecido en el 

apartado 7, sólo serán aplicables para la adquisición de viviendas que no superen un valor real de 300.000 euros. En las adqui-
siciones por encima de dicha cifra, el tramo de valor real que supere los 300.000 euros tributará al tipo de gravamen del 1,5 
por ciento.»

 2. Se modifica apartado 10 en el artículo 13 del Decreto Legislativo 62/08, de 19 de junio, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por el Estado, que queda con la siguiente redacción:

«10. Tipo impositivo reducido para los documentos notariales que formalicen la adquisición o constitución de derechos 
reales sobre inmuebles destinados a usos productivos situados en polígonos industriales o parques empresariales desarrolla-
dos mediante actuaciones integradas o sistemáticas dentro de la Comunidad Autónoma de Cantabria que vayan a constituir el 
domicilio fiscal o centro de trabajo de una empresa:
a) Los documentos notariales que formalicen la adquisición o constitución de derechos reales sobre inmuebles destinados a 

usos productivos situados en polígonos industriales o parques empresariales desarrollados mediante actuaciones integra-
das o sistemáticas dentro de la Comunidad Autónoma de Cantabria, que vayan a constituir el domicilio fiscal o centro de 
trabajo de una empresa, así como las declaraciones de obra nueva sobre dichos inmuebles, tributarán al tipo reducido del 
0,5 por ciento siempre que el obligado tributario sea la empresa que se establezca en el polígono y experimente, durante el 
año de establecimiento, que ha de ser el inmediatamente siguiente a la adquisición del inmueble o el segundo como máximo 
si se constituyó un derecho real sobre el mismo, un incremento de empleo de, al menos un 10 por ciento, de su plantilla 
media del año anterior. En el caso de ser una empresa de nueva creación bastará con que se produzca un aumento neto de 
empleo.

b) Si la empresa anterior genera más de 100 empleos directos durante los dos primeros años de desarrollo de su actividad el 
tipo de gravamen será del 0,1 por ciento. Para ello la empresa podrá autoliquidarse al tipo reducido previa presentación de 
declaración jurada señalando que se va a cumplir tal requisito. En caso de incumplimiento, la Administración Tributaria, en 
el ejercicio de sus competencias, podrá girar nueva liquidación, con el tipo de gravamen correspondiente y con los recargos, 
intereses y, en su caso, sanciones, que procedan.

c) No será de aplicación el precitado tipo reducido en los casos establecidos en el apartado 7 de este artículo.»

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
https://parlamento-cantabria.es/sites/default/files/leyes/Ley%20de%20Cantabria%209%20de%202017.pdf

CASTILLA Y LEÓN

Ley 7/2017, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias

Artículo 1 Modificación del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos 
propios y cedidos, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre.
4. Se modifica la letra c) del apartado 1 del artículo 13 del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla 

y León en materia de tributos propios y cedidos, que pasa a tener la siguiente redacción:
«c) Una reducción variable calculada como la diferencia entre 400.000 euros y la suma de las siguientes cantidades:

• Las reducciones que les pudieran corresponder por aplicación de la normativa estatal.
•  La reducción que les corresponda por aplicación de las letras a) y b) de este apartado.
•  Las reducciones que les pudieran corresponder por aplicación de los artículos 12, 14, 15, 16 y 17 de este texto refundido.»

 5. Se modifica la rúbrica y se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 15 del texto refundido de las disposiciones legales 
de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, que queda redactado en los términos siguientes:
«Artículo 15 Reducción por indemnizaciones y por adquisiciones de víctimas del terrorismo y de violencia de género.
4. Se aplicará una reducción propia de la Comunidad del 99 por ciento en las siguientes adquisiciones «mortis causa»:
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•  Cuando la persona causante sea víctima del terrorismo o víctima de violencia de género.
•  Cuando el adquirente sea víctima del terrorismo.»

 6. Se introduce un nuevo artículo 18 bis al texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en 
materia de tributos propios y cedidos, con la siguiente redacción:
«Artículo 18 bis Reducción por las donaciones realizadas a víctimas del terrorismo.
Se aplicará una reducción del 99 por 100 en las donaciones realizadas a víctimas del terrorismo.»

7. Se modifica el apartado 2 del artículo 19 del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en 
materia de tributos propios y cedidos, que pasa a tener la siguiente redacción:
«2. El importe máximo de la donación con derecho a reducción será de:

•  180.000 euros, con carácter general.
•  250.000 euros, cuando el donatario tenga la consideración legal de persona con discapacidad en grado igual o superior 

al 65 por 100.
Estos límites son aplicables tanto en el caso de una única como de varias donaciones, cuando los donantes sean alguna 

de las personas a las que se refiere el apartado 1.»
8. Se introducen dos nuevas letras d) y e) en el apartado 1 del artículo 22 del texto refundido de las disposiciones legales de la 

Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, con la siguiente redacción:
«d) El concepto de víctima del terrorismo es el establecido en el artículo 2.1 de la Ley 4/2017, de 26 de septiembre, de Reco-

nocimiento y Atención a las Víctimas del Terrorismo en Castilla y León, o norma que la sustituya.
e) El concepto de víctima de violencia de género es el recogido en el artículo 2 de la Ley 13/2010, de 9 de diciembre, contra la 

Violencia de Género en Castilla y León, o norma que le sustituya. La acreditación de la situación de violencia de género se 
realizará conforme lo previsto en el artículo 7 de la Ley 13/2010, de 9 de diciembre.»

9. Se modifica el apartado 3 del artículo 25 del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en 
materia de tributos propios y cedidos, que pasa a tener la siguiente redacción:
«3. En las transmisiones de inmuebles que vayan a constituir la vivienda habitual se aplicará un tipo reducido del 4 por 100 en 

los siguientes supuestos:
a) Cuando el adquirente sea titular de una familia numerosa.
b) Cuando el adquirente, o cualquiera de los miembros de su unidad familiar, tengan la consideración legal de persona con 

discapacidad en grado igual o superior al 65 por 100.
c) Cuando todos los adquirentes tengan menos de 36 años a la fecha de devengo del impuesto.
d) En las transmisiones de viviendas protegidas según la normativa de la Comunidad o calificadas por cualquier otra nor-

mativa como vivienda de protección pública.»

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
https://www.boe.es/ccaa/bocl/2017/248/h53238-53250.pdf

COMUNIDAD VALENCIANA

Ley 21/2017, de 28 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat

Sección Primera
Modificación de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de la Generalitat, por la que se regula el tramo autonómico del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas y restantes tributos cedidos

Artículo 1.
Se modifica el apartado 2.º de la letra n del apartado Uno del artículo cuarto de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de la Genera-
litat Valenciana, por la que se regula el tramo autonómico del impuesto sobre la renta de las personas físicas y restantes tributos 
cedidos, que pasa a tener la siguiente redacción:

»2.º Que el contribuyente, como arrendatario, haya presentado la correspondiente autoliquidación del impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados derivada del contrato de arrendamiento de esta vivienda ha-
bitual.»
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Artículo 2.
Se modifica el apartado 2.º de la letra ñ del aparatado Uno del artículo cuarto de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de la 

Generalitat Valenciana, por la que se regula el tramo autonómico del impuesto sobre la renta de las personas físicas y restantes 
tributos cedidos, que pasa a tener la siguiente redacción:

«2.º Que el contribuyente, como arrendatario, haya presentado la correspondiente autoliquidación del impuesto sobre transmi-
siones patrimoniales y actos jurídicos documentados derivada del contrato de arrendamiento de esta vivienda.»

 
Artículo 3.
Se modifica la letra n, apartado 1, del artículo 4. Deducciones autonómicas, y el apartado Cuatro del artículo 4 de la Ley 13/1997, 
de 23 de diciembre, de la Generalitat.
«n) Por arrendamiento de la vivienda habitual, sobre las cantidades satisfechas en el periodo impositivo:

• El 15%, con el límite de 550 euros.
• El 20%, con el límite de 700 euros, si el arrendatario tiene una edad igual o inferior a 35 años. La misma deducción con el 

mismo porcentaje resultará aplicable, con idéntico límite, en el caso de que el arrendatario fuese discapacitado físico o sen-
sorial, con un grado de minusvalía igual o superior al 65%, o psíquico, con un grado de minusvalía igual o superior al 33%.

• El 25%, con el límite de 850 euros, si el arrendatario tiene una edad igual o inferior de 35 años y, además, es discapacitado físico 
o sensorial, con un grado de minusvalía igual o superior al 65 %, o psíquico, con un grado de minusvalía igual o superior al 33 %.

[...]»
«Cuatro. A los efectos de lo dispuesto en los subapartados 1 y 2 del párrafo primero de la letra a, en el párrafo primero de la letra 

b, en el párrafo primero de la letra c, en el párrafo primero de la letra d, cuando el contribuyente pertenezca a una familia numerosa 
o monoparental de categoría general; en el punto 2 del párrafo segundo de la letra e, en el punto 3 del párrafo segundo de la letra 
f, en el párrafo primero de la letra g, en el párrafo primero de la letra h, en el número 3 del párrafo segundo de la letra y, en el 
párrafo primero de la letra w del aparatado Uno del artículo cuarto de esta ley, la suma de la base liquidable general y de la base 
liquidable del ahorro no podrá ser superior a 25.000 euros, en tributación individual, o a 40.000 euros, en tributación conjunta.

A los efectos de lo dispuesto en el punto 5 del párrafo segundo de la letra n, y en el punto 4 del párrafo segundo de la letra ñ 
del aparatado Uno del artículo cuarto de esta ley, la suma de la base liquidable general y de la base liquidable del ahorro no podrá 
ser superior a 30.000 euros, en tributación individual, o a 50.000 euros, en tributación conjunta. Los mismos límites de base 
liquidable serán aplicables a los efectos de lo dispuesto en el párrafo primero de la letra d del aparatado Uno del artículo cuarto de 
esta ley, cuando el contribuyente pertenezca a una familia numerosa o monoparental de categoría especial.

A los efectos de lo dispuesto en el punto 1.º del párrafo tercero de la letra y del aparatado Uno del artículo cuarto de esta ley, la 
suma de las bases liquidables de la unidad familiar no podrá ser superior a 25.000 euros.»

 
Artículo 4.

Se modifica el artículo 14 bis de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo autonómico del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas y restantes tributos cedidos, añadiéndose un apartado Tres con la siguiente redacción:

Concepto % bonificación

Si en la vivienda adquirida se realizan obras tendentes a conservar o mejorar el rendimiento energético, la salubridad o la 
accesibilidad en la vivienda, así como a suprimir barreras arquitectónicas. 50 %

Si la vivienda adquirida se destina al arrendamiento de vivienda, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de arrendamientos Urbanos, siempre y cuando reúna condiciones de habitabilidad. 50 %

Si la vivienda adquirida se destina al arrendamiento de vivienda, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de arrendamientos urbanos, tras la realización de obras tendentes a conservar o mejorar el rendimiento energéti-
co, la salubridad o la accesibilidad en la vivienda, así como a suprimir barreras arquitectónicas.

70 %

Tres
1. La transmisión de la totalidad o parte de una o más viviendas y sus anexos a una persona física o jurídica a cuya actividad le sea 

de aplicación las normas de adaptación del Plan general de contabilidad del sector inmobiliario disfrutará de una bonificación de 
la cuota del impuesto en la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas, siempre que cumpla los siguientes requisitos:
a) Que la adquisición se realice como pago total o parcial por la entrega de una vivienda al transmitente.
b) Que la vivienda entregada al transmitente vaya a constituir su vivienda habitual.
c) Que la entrega de la vivienda al transmitente esté sujeta y no exenta del impuesto sobre el valor añadido.
d) Que la actividad principal del adquirente sea la construcción de edificios, la promoción inmobiliaria o la compraventa o 

arrendamiento de bienes inmuebles por su cuenta.
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e) Que los bienes adquiridos se incorporen al activo circulante del adquirente con la finalidad de venderlos o alquilarlos.
f) Que en el plazo de tres años, los bienes adquiridos se transmitan a una persona física para su uso como vivienda o se des-

tinen al arrendamiento de vivienda, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos 
urbanos. Tanto la transmisión como la formalización del arrendamiento deberán formalizarse en documento público.

g) Que la empresa adquirente esté al corriente con las obligaciones tributarias con la Generalitat.
2. La bonificación sobre la cuota del impuesto tendrá las siguientes modalidades:
3. La aplicación de esta bonificación es provisional, por lo que solamente hay que hacer constar en la escritura pública que la ad-

quisición de la vivienda y, en su caso, anexos se efectúa con el fin de venderlos o arrendarlos a un particular para su uso como 
vivienda. Para la elevación a definitiva, el sujeto pasivo debe acreditar la transmisión o arrendamiento posterior de la totalidad 
de los bienes adquiridos.

4. Ante el incumplimiento de cualquiera de los requisitos, condicionantes o plazos para la aplicación de la bonificación prevista en 
este artículo, el sujeto pasivo deberá presentar, dentro del plazo reglamentario de presentación, contado desde el día después 
del incumplimiento, una autoliquidación complementaria sin bonificación y con deducción de la cuota ingresada, con aplicación 
de los correspondientes intereses de demora.

5. A efectos de la aplicación de la bonificación, es preciso tener en cuenta las siguientes reglas especiales:
a) Cuando se transmitan viviendas que formen parte de una edificación entera en régimen de propiedad vertical, la bonificación 

solo será aplicable en relación con la superficie que se asigne como vivienda en la división en propiedad horizontal posterior, 
quedando excluida la superficie dedicada a locales comerciales.

b) La bonificación será aplicable a la vivienda y el terreno en el que se encuentra enclavada siempre y cuando formen una misma 
finca registral y la venta posterior del plazo de los tres años comprenda la totalidad de la misma.

c) En el caso de adquisición de partes indivisas, el día inicial del plazo de tres años al que se refiere la letra f del apartado 1 será 
la fecha de adquisición de la primera parte indivisa.

d) Quedan expresamente excluidas de la aplicación de esta bonificación:
• Las adjudicaciones de inmuebles en subasta pública.
• Las transmisiones de valores que incurran en los supuestos a que se refiere el artículo 17.2 del texto refundido de la Ley 

del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, aprobado por el Real decreto legislativo 
1/1993, de 24 de septiembre.

6. Mediante orden de la persona titular de la conselleria competente en materia de hacienda, se establecerán los supuestos, con-
diciones y medios de justificación de las obras tendentes a conservar o mejorar el rendimiento energético de la vivienda que 
dan lugar a la aplicación de la bonificación regulada en este artículo.

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/12/30/pdf/2017_12191.pdf

EXTREMADURA

Ley 1/2018, de 23 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura para 2018

Disposición adicional segunda Tributos cedidos
UNO. Se da nueva redacción al artículo 1 del Texto Refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura en materia de Tributos Cedidos por el Estado, aprobado por Decreto Legislativo 1/2013, de 21 de mayo, que queda redactado 
de la siguiente forma:
«Artículo 1. Escala autonómica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
La escala autonómica en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas será la siguiente:

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0,00 0,00 12.450,00 9,50 %

12.450,00 1.182,75 7.750,00 12,50 %

20.200,00 2.151,50 4.000,00 15,50 %

24.200,00 2.771,50 11.000,00 16,50 %
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Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

35.200,00 4.586,50 24.800,00 20,50 %

60.000,00 9.670,50 20.200,00 23,50 %

80.200,00 14.417,50 19.000,00 24,00 %

99.200,00 18.977,50 21.000,00 24,50 %

120.200,00 24.122,50 EN ADELANTE 25,00 %»

DOS. Se da nueva redacción al artículo 6 bis de la Ley 1/2015, de 10 de febrero, de medidas tributarias, administrativas y finan-
cieras de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que queda redactado de la siguiente forma:
«Artículo 6 bis Bonificación en la cuota en las adquisiciones mortis causa.
1. En las adquisiciones mortis causa por sujetos pasivos incluidos en los grupos I y II del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 

18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, incluidas las cantidades percibidas por las personas benefi-
ciarias de seguros sobre la vida, se practicará una bonificación autonómica del 99 % del importe de la cuota.

2. El disfrute de este beneficio fiscal requiere que los obligados tributarios realicen la presentación de la declaración o autoliqui-
dación del impuesto en el plazo reglamentariamente establecido.»

Disposición adicional tercera Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Tipo de gravamen 
reducido en la modalidad de Actos Jurídicos Documentados para la adquisición y financiación de viviendas medias.
Durante el año 2018 se aplicará el tipo de gravamen del 0,1 % a las escrituras públicas que documenten las adquisiciones  
de inmuebles destinados a vivienda habitual del sujeto pasivo, así como la constitución de préstamos hipotecarios destinados a 
su financiación, siempre que concurran las siguientes circunstancias:
1. Que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 43 del Texto Refundido de las disposiciones legales de la Comunidad 

Autónoma de Extremadura en materia de tributos cedidos por Estado, aprobado por Decreto Legislativo 1/2013, de 21 de 
mayo.

2. Que el devengo del hecho imponible se produzca entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2018.
3. Que se trate de viviendas con protección pública y calificadas como viviendas medias.

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2018/170o/18010001.pdf

GALICIA 

Ley  9/2017,  de  26  de  diciembre,  de  medidas  fiscales  y administrativas

Artículo 3 Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados.
El Texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Galicia en materia de tributos cedidos por el Estado, 
aprobado por el Decreto legislativo 1/2011, de 28 de julio, queda modificado como sigue:
UNO. Se añade un nuevo número, el ocho, al artículo 16, con el siguiente contenido:

«Ocho. Deducción para la promoción de suelo industrial.
Tendrán derecho a una deducción del 100 % en la cuota las compras de suelo para la promoción de suelo industrial realizadas 
por entidades instrumentales del sector público que tengan entre sus funciones u objeto social dicha finalidad».

DOS. Se añade un nuevo número, el nueve, al artículo 17, con el siguiente contenido:
«Nueve. Deducción para la promoción de suelo industrial.
Tendrán derecho a una deducción del 100 % en la cuota:
a) Las ventas de suelo público empresarial realizadas por entidades instrumentales del sector público que tengan entre sus 

funciones u objeto social la promoción de dicho suelo. 
Asimismo, también gozarán de deducción la constitución de condiciones resolutorias, derechos de adquisición preferente 

u otras garantías pactadas en favor de dichas entidades transmitentes para garantizar las obligaciones de edificar, implantar 
actividad u otras que se impongan al adquirente, derivadas de las ventas.
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b) Las compras de suelo para la promoción de suelo industrial realizadas por entidades instrumentales del sector público que 
tengan entre sus funciones u objeto social dicha finalidad.

c) Los actos de agrupación, agregación, segregación y división que se efectúen sobre el suelo empresarial por parte de las 
entidades instrumentales del sector público que tengan entre sus funciones u objeto social la promoción de dicho suelo.

d) Los actos de agrupación, agregación, segregación y división efectuados sobre el suelo empresarial por los sujetos pasivos 
que tengan derecho al beneficio fiscal previsto en la letra a). Estas operaciones deberán realizarse en el plazo máximo de tres 
años desde la adquisición».

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2017/20171228/AnuncioC3B0-221217-0002_es.pdf

LA RIOJA

Ley 2/2018, de 30 de enero, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2018

Artículo 1 Modificación de la Ley 10/2017, de 27 de octubre, por la que se consolidan las disposiciones legales de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja en materia de impuestos propios y tributos cedidos
SEIS. Se da nueva redacción al artículo 41, que pasa a regularse con el siguiente tenor literal:

«Artículo 41. Deducción en adquisiciones inter vivos.
1. En las adquisiciones inter vivos de los sujetos pasivos incluidos en los grupos I y II de parentesco de los previstos en el artí-

culo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se aplicará una deducción 
del 99 % de la cuota tributaria derivada de las mismas si la base liquidable es inferior o igual a 500.000 euros. La deducción 
será del 98 % para las bases liquidables que superen los 500.000 euros.

Será requisito necesario para la aplicación de esta deducción que la donación se formalice en documento público.
En el caso de donaciones y demás transmisiones inter vivos equiparables, que se realicen de forma sucesiva, se estará a 

las reglas sobre acumulación de donaciones previstas en el artículo 30 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, a efectos de la determinación del porcentaje de deducción aplicable.

2. Cuando la donación sea en metálico o en cualquiera de los bienes o derechos contemplados en el artículo 12 de la 
Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, la bonificación solo resultará aplicable cuando el origen  
de los fondos donados esté debidamente justificado, siempre que, además, se haya manifestado en el propio documento 
público en que se formalice la transmisión el origen de dichos fondos».

SIETE. Se deja sin contenido el artículo 42.
OCHO. Se deja sin contenido el artículo 43.
NUEVE. Se suprimen los apartados 4 y 5, y se da nueva redacción a los apartados 2 y 3 del artículo 45, que quedan redactados 
en los siguientes términos:
«2. Se aplicará el tipo de gravamen del 5 % a las adquisiciones de viviendas que vayan a constituir la vivienda habitual de quienes 
tengan la consideración legal de personas con discapacidad, con un grado igual o superior al 33 %, de acuerdo con el baremo 
a que se refiere el artículo 367 del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

En los casos de solidaridad tributaria, el tipo de gravamen reducido se aplicará, exclusivamente, a la parte proporcional de la 
base liquidable que se corresponda con la adquisición efectuada por el sujeto pasivo que tenga la consideración legal de persona 
con discapacidad. Asimismo, y con independencia de lo previsto en la legislación civil, en las adquisiciones para la sociedad de 
gananciales por cónyuges casados en dicho régimen, el tipo de gravamen reducido se aplicará al 50 % de la base liquidable cuan-
do solo uno de los cónyuges tenga la consideración legal de persona con discapacidad.
3. Los adquirentes que soliciten la aplicación de los tipos reducidos reconocidos en este artículo deberán presentar acreditación 

documental de estar en la situación requerida por los mismos».
DIEZ. Se deja sin contenido el artículo 46.
ONCE. Se da la siguiente redacción al artículo 49.1:

«1. En los supuestos previstos en el artículo anterior, se aplicará el tipo de gravamen reducido del 0,5 % en las adquisiciones de 
vivienda para destinarla a vivienda habitual por parte de los sujetos pasivos que, en el momento de producirse el hecho imponible, 
cumplan cualquiera de los siguientes requisitos:
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• Familias que tengan la consideración legal de numerosas según la normativa aplicable.
• Sujetos pasivos que tengan la consideración legal de personas con discapacidad, con un grado igual o superior al 33 %, de 

acuerdo con el baremo a que se refiere el artículo 367 del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

En los casos de solidaridad tributaria, el tipo de gravamen reducido se aplicará, exclusivamente, a la parte proporcional de la 
base liquidable que se corresponda con la adquisición efectuada por el sujeto pasivo que tenga la consideración legal de persona 
con discapacidad.

Asimismo y con independencia de lo previsto en la legislación civil, en las adquisiciones para la sociedad de gananciales por 
cónyuges casados en dicho régimen, el tipo de gravamen reducido se aplicará al 50 % de la base liquidable cuando solo uno de 
los cónyuges tenga la consideración legal de persona con discapacidad.»
DOCE. Se deroga el apartado 3 del artículo 49.
TRECE. Se deja sin contenido el artículo 50.
CATORCE. Se da la siguiente redacción al tercer párrafo del artículo 58.1:
«Para que la vivienda constituya la residencia habitual del contribuyente debe ser habitada de manera efectiva y con carácter permanente 
por el propio contribuyente, en un plazo de doce meses, contados a partir de la fecha de adquisición o terminación de las obras.»
QUINCE. Se crea el artículo 58 bis siguiente:
«Artículo 58 bis Adquisición de la vivienda habitual:
1. Se asimila a la adquisición de vivienda la construcción o ampliación de la misma, en los siguientes términos:

Ampliación de vivienda, cuando se produzca el aumento de su superficie habitable, mediante cerramiento de parte descubier-
ta o por cualquier otro medio, de forma permanente y durante todas las épocas del año.

Construcción, cuando el contribuyente satisfaga directamente los gastos derivados de la ejecución de las obras, o entregue canti-
dades a cuenta al promotor de aquellas, siempre que finalicen en un plazo no superior a cuatro años desde el inicio de la inversión.

2. Por el contrario, no se considerarán adquisición de vivienda:
a) Los gastos de conservación o reparación. A estos efectos, tendrán la consideración de gastos de reparación y conservación:

Los efectuados regularmente con la finalidad de mantener el uso normal de los bienes materiales, como el pintado, revoco 
o arreglo de instalaciones.

Los de sustitución de elementos, como instalaciones de calefacción, ascensor, puertas de seguridad u otros.
b) Las mejoras.
c) La adquisición de plazas de garaje, jardines, parques, piscinas e instalaciones deportivas y, en general, los anexos o cualquier 

otro elemento que no constituya la vivienda propiamente dicha, siempre que se adquieran independientemente de esta. Se 
asimilarán a viviendas las plazas de garaje adquiridas con estas, con el máximo de dos.

3. Si, como consecuencia de hallarse en situación de concurso, el promotor no finalizase las obras de construcción antes de 
transcurrir el plazo de cuatro años a que se refiere el apartado 1 de este artículo o no pudiera efectuar la entrega de las vivien-
das en el mismo plazo, este quedará ampliado en otros cuatro años.

En estos casos, el plazo de doce meses a que se refiere el artículo anterior comenzará a contarse a partir de la entrega.
Para que la ampliación prevista en este apartado surta efecto, el contribuyente deberá presentar, durante los treinta días 

siguientes al incumplimiento del plazo, una comunicación a la que acompañarán tanto los justificantes que acrediten sus 
inversiones en vivienda como cualquier documento justificativo de haberse producido alguna de las referidas situaciones.

En los supuestos a que se refiere este apartado, el contribuyente no estará obligado a efectuar ingreso alguno por razón 
del incumplimiento del plazo general de cuatro años de finalización de las obras de construcción.

4. Cuando por otras circunstancias excepcionales no imputables al contribuyente y que supongan paralización de las obras no 
puedan estas finalizarse antes de transcurrir el plazo de cuatro años a que se refiere el apartado 1 de este artículo, el contri-
buyente podrá solicitar de la Administración la ampliación del plazo.

La solicitud deberá presentarse ante la dirección general con competencia en materia de tributos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja durante los treinta días siguientes al incumplimiento del plazo.

En la solicitud deberán figurar tanto los motivos que han provocado el incumplimiento del plazo como el periodo de tiempo 
que se considera necesario para finalizar las obras de construcción, el cual no podrá ser superior a cuatro años.

A efectos de lo señalado en el párrafo anterior, el contribuyente deberá aportar la justificación correspondiente.
A la vista de la documentación aportada, el titular de la dirección general con competencia en materia de tributos de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja decidirá tanto sobre la procedencia de la ampliación solicitada como con respecto al plazo 
de ampliación, el cual no tendrá que ajustarse necesariamente al solicitado por el contribuyente.

Podrán entenderse desestimadas las solicitudes de ampliación que no fuesen resueltas expresamente en el plazo de tres 
meses.
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La ampliación que se conceda comenzará a contarse a partir del día inmediato siguiente a aquel en que se produzca el 
incumplimiento.»

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
http://www.larioja.org/bor/es/ultimo-boletin?tipo=2&fecha=2018/01/31&referencia=6844352-13-HTML-514767-X

MURCIA 

Ley 7/2017 de  21 de diciembre de presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

Artículo 56. Modificación del Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en la Región de Murcia en materia de Tributos 
Cedidos, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 5 de noviembre
Se modifica el Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en la Región de Murcia en materia de Tributos Cedidos, 
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 5 de noviembre, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados siguientes:
DOS. Con efectos desde el 1 de enero de 2018 y vigencia indefinida, en el artículo 3 se realizan las siguientes modificaciones:
1. Se da nueva redacción a la letra b) del punto 1 del apartado uno, en los siguientes términos:

«b) Que la participación del causante en la entidad sea al menos del 5% de forma individual, o del 20% conjuntamente con 
su cónyuge, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el cuarto grado, por consanguinidad, afinidad o adopción.»

 2. Se da nueva redacción al punto 2 del apartado uno, en los siguientes términos:
«2. La reducción regulada en el apartado anterior sólo la podrán aplicar los adquirentes que se adjudiquen la empresa in-

dividual, el negocio profesional o las participaciones en entidades siempre que estén incluidos en los grupos I, II y III, 
así como en el grupo IV hasta colaterales de cuarto grado, del artículo 20.2 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.»

 3. Se suprimen los apartados dos, tres, cuatro y cinco, se renumeran los apartados seis, siete y ocho, que pasan a ser, respec-
tivamente, los apartados dos, tres y cuatro, y se da nueva redacción al nuevo apartado cuatro, que queda redactado de la 
siguiente forma:
«Cuatro. Bonificaciones en la cuota.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 48.1.d) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determi-
nadas normas tributarias, en las adquisiciones mortis causa por sujetos pasivos incluidos en los grupos I y II del artículo 20.2.a) 
de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se aplicará una deducción autonómica del 
99% de la cuota que resulte después de aplicar las deducciones estatales y autonómicas que, en su caso, procedan.»

TRES. Con efectos desde el 1 de enero de 2018 y vigencia indefinida, en el artículo 4 se realizan las siguientes modificaciones:
1. Se da nueva redacción a las letras a) y c) del punto 1 del apartado uno, en los siguientes términos:

«a) El donatario deberá estar incluido en los grupos I, II y III, así como en el grupo IV hasta colaterales de cuarto grado, del 
artículo 20.2 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.»

«c) En caso de transmisión de participaciones de una entidad, que el donante, como consecuencia de la donación, no 
mantenga un porcentaje de participación igual o superior al 50% del capital social de la empresa en caso de seguir 
ejerciendo efectivamente funciones de dirección en la entidad. A estos efectos, no se entenderá comprendida entre las 
funciones de dirección la mera pertenencia al Consejo de Administración de la sociedad.

Asimismo, la participación del donante en la entidad a la fecha del devengo debe ser al menos del 5% de forma indi-
vidual, o del 20% conjuntamente con su cónyuge, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el cuarto grado, por 
consanguinidad, afinidad o adopción.»

2. Se suprimen los apartados dos, tres, cuatro, cinco, seis y sete, se renumeran los apartados ocho, nueve, diez y once, que 
pasan a ser, respectivamente, los apartados dos, tres, cuatro y cinco y se da nueva redacción al nuevo apartado tres, que 
queda redactado de la siguiente forma:
«Tres. Bonificaciones en la cuota.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 48.1.d) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 
de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía y se modi-
fican determinadas normas tributarias, en las adquisiciones inter vivos por sujetos pasivos incluidos en los grupos I y 
II del artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se aplicará  
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una deducción autonómica del 99% de la cuota que resulte después de aplicar las deducciones estatales y autonómicas 
que, en su caso, procedan.

Será requisito necesario para la aplicación de esta deducción que la donación se formalice en documento público.
Cuando la donación sea en metálico o en cualquiera de los bienes o derechos contemplados en el artículo 12 de la Ley 

19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, la deducción solo resultará aplicable cuando el origen de los 
fondos donados esté debidamente justificado, siempre que, además, en el propio documento público en que se formalice 
la transmisión se haya manifestado el origen de dichos fondos.»

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace:
https://www.borm.es/borm/documento?obj=anu&id=763433

PAÍS VASCO

GUIPÚZCOA 

Norma Foral 3/2017 de 26 de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos Generales del Territorio Histórico 
de Gipuzkoa para el año 2018

Disposición final Segunda
Con efectos a partir del 1 de enero de 2018, se modifica la letra b) del artículo 21 de la Norma Foral 3/1990, de 11 de enero, del 
lmpuesto sobre Sucesiones y Donaciones:

«TARIFA II    GRUPO II

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0 0,00 8.200 5,70

8.200 467,40 16.390 7,98

24.590 1.775,32 16.390 10,26

40.980 3.456,94 40.990 12,54

81.970 8.597,08 81.970 15,58

163.940 21.368,01 245.990 19,38

409.930 69.040,87 409.740 23,18

819.670 164.018,60 1.229.460 28,50

2.049.130 514.414,70 Exceso 34,58

«b) A los grupos II y III les serán de aplicación las siguientes tarifas:

«TARIFA III    GRUPO III

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0 0,00 8.200 7,60

8.200 623,20 16.390 10,64

24.590 2.367,10 16.390 13,68

40.980 4.609,25 40.990 16,72

81.970 11.462,78 81.970 20,52

163.940 28.283,02 245.990 25,08

409.930 89.977,31 409.740 29,64

819.670 211.424,25 1.229.460 35,72

2.049.130 650.587,36 Exceso 42,56»
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Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace: 
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2018/01/1800437a.pdf

VIZCAYA

Norma Foral 4/2017 de 28 de diciembre de Presupuestos Generales del Territorio Histórico de Bizkaia para el año 2018

Impuesto sobre SucesIones y DonacIones
Artículo 52. Cuota íntegra.
Con efectos desde 1 de enero de 2018, se modifica el artículo 47 de la Norma Foral 4/2015, de 25 de marzo, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, que quedará redactado como sigue:

«Articulo 47. Cuota íntegra
La cuota íntegra del Impuesto se obtendrá aplicando a la base liquidable, calculada según lo dispuesto en el Título VI de esta 
Norma Foral, el tipo o la tarifa que corresponda de los que se indican a continuación, en función de los grupos de grado de 
parentesco establecidos en el apartado 1 del artículo 43 de esta Norma Foral:
a)   Grupo I: Será de aplicación el tipo impositivo del 1,5 por 100.
b)   A los grupos II, III y IV les serán de aplicación las siguientes tarifas:

«TARIFA I    GRUPO II y III

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0,00 0,00 9.230,00 5,70

9.230,00 526,11 18.450,00 7,98

27.680,00 1.998,42 18.450,00 10,26

46.130,00 3.891,39 46.110,00 12,54

92.240,00 9.673,58 92.220,00 15,58

184.460,00 24.041,46 276.650,00 19,38

461.110,00 77.656,23 461.080,00 23,18

922.190,00 184.534,57 1.383.230,00 28,50

2.305.420,00 578.755,12 En adelante 34,58

«TARIFA II    GRUPO IV

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

0,00 0,00 9.230,00 7,60

9.230,00 701,48 18.450,00 10,64

27.680,00 2.664,56 18.450,00 13,68

46.130,00 5.188,52 46.110,00 16,72

92.240,00 12.898,11 92.220,00 20,52

184.460,00 31.821,66 276.650,00 25,08

461.110,00 101.205,48 461.080,00 29,64

922.190,00 237.869,59 1.383.230,00 35,72

2.305.420,00 578.755,12 En adelante 34,58

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace: 
http://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_Bob/2017/12/29/I-1086_cas.pdf?hash=22bea25c3219e0a1e7f2ef4fd0350c22&idioma=CA
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NAVARRA

Ley Foral 16/2017, de 27 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias

Artículo cuarto. Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones
Con efectos para los hechos imponibles producidos a partir del 1 de enero de 2018.

UNO. Artículo 34.1.primer párrafo y letra a).
«1. La cuota del impuesto se obtendrá aplicando a la base liquidable, calculada según lo dispuesto en el capítulo anterior, los 

tipos de gravamen que correspondan de los que se indican a continuación, en función del grado de parentesco y del título 
jurídico de la adquisición determinados conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.

a)
1.º Cónyuges o miembros de una pareja estable, según su legislación específica, cuando se trate de adquisiciones «mortis 

causa» por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, así como de percepción de cantidades por los beneficiarios 
de contratos de seguro sobre la vida para caso de muerte del asegurado a que se refiere el artículo 8.ºc).
Tipo de gravamen:
• Base liquidable hasta 250.000 euros: 0 por 100.
• Resto de base: 0,80 por 100.

2.º Cónyuges o miembros de una pareja estable, según su legislación específica, cuando se trate de adquisiciones por donación 
o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e «inter vivos», así como de percepción de cantidades por los beneficiarios 
de contratos de seguro sobre la vida a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8.
Tipo de gravamen: 0,8 por 100.

3.º Ascendientes o descendientes en línea recta por consanguinidad, adoptantes o adoptados, cuando se trate de adquisiciones 
«mortis causa» por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, así como de percepción de cantidades por los bene-
ficiarios de contratos de seguro sobre la vida para caso de muerte del asegurado a que se refiere el artículo 8.ºc).
Tipos de gravamen que se indican en la siguiente tarifa:

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

250.000 0 250.000 2%

500.000 5.000 500.000 4%

1.000.000 25.000 800.000 8%

1.800.000 89.000 1.200.000 12%

3.000.000 233.000 Resto de base 16%

4.º Ascendientes o descendientes en línea recta por consanguinidad, adoptantes o adoptados, cuando se trate de adquisiciones 
por donación o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e «inter vivos», así como de percepción de cantidades por 
los beneficiarios de contratos de seguro sobre la vida a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8.
Tipos de gravamen que se indican en la siguiente tarifa:

Base Liquidable (hasta €) Cuota íntegra (€) Resto base liquidable (hasta €) Tipo aplicable (€)

  250.000 0,80%

250.000 2.000 250.000 2%

500.000 7.000 500.000 3%

1.000.000 22.000 800.000 4%

1.800.000 54.000 1.200.000 6%

3.000.000 126.000 Resto de base 8%”»
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DOS. Artículo 34.2.
«2. Las tarifas de los ordinales 1.º, 3.º y 4.º del apartado 1.a) tienen carácter progresivo y cada tipo de gravamen se aplicará 

sobre cada uno de los tramos de la base liquidable que se indican.
Por el contrario, las tarifas de las letras b) a g), ambas inclusive, del apartado 1 no tienen carácter progresivo y se aplicarán 

sobre la total base liquidable».

Artículo octavo Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados
Con efectos para los hechos imponibles que se produzcan a partir del 1 de enero de 2018, se adiciona al artículo 35.1.B) del Texto 
Refundido de las disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 
el Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, el apartado 29, con el siguiente contenido:

«29. Las transmisiones de la propiedad o del derecho de usufructo de bienes, que sean consecuencia de la ejecución de sen-
tencias derivadas de procedimientos amparados bajo la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género, y en cuanto se trate de supuestos a los que no alcance la exención prevista en el apartado 
3 de esta letra B)».

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace: 
https://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2017/249/Anuncio-0/
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caciones de menor calado con el fin de mejorar su contenido 
y de corregir algunas disfunciones que la experiencia diaria 
había detectado.

A su vez, la presente ley foral incorpora los nuevos crite-
rios aplicables en el Impuesto sobre Vehículos de Tracción 
Mecánica.

La ley foral consta de tres artículos, una disposición transi-
toria y dos disposiciones finales.

Artículo Primero. Modificación de la Ley Foral 2/1995, de 
10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra. Con efec-
tos para los hechos imponibles que se produzcan a partir 
del día 15 de julio de 2017. 

Apartado único. Adición de un apartado 4 al artículo 172.
«4. No se producirá la sujeción al impuesto en las transmi-
siones de terrenos de naturaleza urbana, respecto de las cua-
les el sujeto pasivo acredite la inexistencia de incremento de 
valor, por diferencia entre los valores reales de transmisión y 
de adquisición del terreno.

A estos efectos, el sujeto pasivo deberá aportar las pruebas 
que acrediten la inexistencia de incremento de valor.

Para acreditar la inexistencia de incremento de valor, como 
valores reales de transmisión y de adquisición del terreno se 
tomarán los satisfechos respectivamente en la transmisión y 
adquisición del bien inmueble, que consten en los títulos que 
documenten las citadas operaciones, o bien los comproba-
dos por el Ayuntamiento o por la Administración tributaria 
a quien corresponda la gestión del impuesto que grava la 
transmisión del inmueble, en caso de que sean mayores a 
aquellos.

Cuando la adquisición o la transmisión hubiera sido a título 
lucrativo se aplicarán las reglas de los párrafos anteriores, 
tomando por importe real de los valores respectivos aquel 
que conste en la correspondiente declaración del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, o bien el comprobado admi-
nistrativamente por el Ayuntamiento o por la Administración 

NOVEDADES AUTONÓMICAS

LEY FORAL 19/2017, de 27 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra

PREÁMBULO
La presente ley foral se dirige a modificar la Ley Foral 2/1995, 
de 10 de marzo, de Haciendas Locales, para dar cumplimien-
to a la Sentencia del Tribunal Constitucional 72/2017, de 5 
de junio de 2017, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
el 15 de julio del mismo año. Se trata, pues, de ofrecer una 
respuesta normativa rápida con el objetivo de clarificar los 
efectos de la mencionada sentencia en relación con la gestión 
y la aplicación del Impuesto sobre el incremento del valor de 
los terrenos de naturaleza urbana.

La citada sentencia estima la cuestión de inconstitucio-
nalidad número 686-2017 y, en consecuencia, declara que 
los artículos 175.2, 175.3 y 178.4 de la Ley Foral 2/1995, de 
10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra, relativos al 
Impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de 
naturaleza urbana, son inconstitucionales y nulos, pero úni-
camente en la medida que someten a tributación situaciones 
de inexistencia de incrementos de valor.

En función de ello, se procede a efectuar las pertinentes 
modificaciones de la mencionada Ley Foral 2/1995, de 10 de 
marzo, de Haciendas Locales de Navarra, al objeto de no so-
meter a tributación en el citado impuesto aquellos supuestos 
en los que no exista un incremento de valor en la transmisión 
de los terrenos de naturaleza urbana, si bien aplicando los 
criterios del Tribunal Constitucional, los cuales inciden, por 
una parte, en que es plenamente válida la opción de política 
legislativa dirigida a someter a tributación los incrementos 
de valor basados en un sistema de cuantificación objetiva 
de capacidades económicas potenciales, en lugar de hacerlo 
en función de la efectiva capacidad económica; y por otra, 
en que el Tribunal considera conforme a la Constitución el 
mencionado Impuesto sobre el incremento de valor de los 
terrenos de naturaleza urbana, tal y como está configurado 
legalmente en la actualidad, en los supuestos de existencia 
de incremento de valor de los terrenos.

Adicionalmente, se introducen en la Ley Foral 2/1995, de 
10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra, otras modifi-
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tributaria a quien corresponda la gestión del Impuesto que 
grava la transmisión en caso de que sea mayor a aquel.

La declaración de no sujeción, realizada de conformidad con 
lo dispuesto en este apartado y efectuada con anterioridad a la 
comprobación del valor, tendrá carácter provisional. En virtud 
de ello, si con arreglo al valor comprobado con posterioridad, 
se acreditase la existencia de incremento de valor, la transmi-
sión del terreno quedará sujeta. En ese caso, los Ayuntamien-
tos practicarán la liquidación tributaria que corresponda.

Por el contrario, en el supuesto de que se hubiera practi-
cado la liquidación, si con arreglo al valor comprobado con 
posterioridad, se acreditase la no existencia de incremento de 
valor, el contribuyente tendrá derecho a obtener la devolución 
que proceda.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores se aplicará 
siempre que no hubiera prescrito, en cada caso, el derecho 
de los Ayuntamientos a determinar la deuda tributaria o el 
derecho de los contribuyentes a la devolución de los ingresos 
indebidos.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, la Administra-
ción tributaria de la Comunidad Foral comunicará a los Ayun-
tamientos los valores comprobados por aquella, respecto de 
inmuebles sitos en sus respectivos términos municipales.

En el caso en que el valor del suelo no se encuentre des-
glosado, se calculará aplicando la proporción que represente 
en la fecha de la transmisión el valor catastral del terreno res-
pecto del valor catastral total del bien inmueble. Esa propor-
ción se aplicará en su caso tanto para la transmisión como 
para la adquisición del inmueble.

En los supuestos en que no exista incremento de valor de 
los terrenos de acuerdo con lo señalado en este apartado, se 
mantendrá, en todo caso, la obligación de presentar la decla-
ración regulada en el artículo 178.

En el supuesto de que no exista incremento de valor del 
terreno con arreglo a lo dispuesto en este apartado, en la 
posterior transmisión de los inmuebles no se tendrá en cuen-
ta el periodo anterior a su adquisición, a efectos del cómputo 
del número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de 
manifiesto el incremento de valor de los terrenos. 

Lo dispuesto en este párrafo no será de aplicación en los 
supuestos de aportaciones o transmisiones de inmuebles 
que resulten no sujetas en virtud de lo dispuesto en la dis-
posición adicional octava de la Ley Foral 26/2016, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.»
 
Artículo Segundo. Modificación de la Ley Foral 2/1995, de 
10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra. Con efec-
tos para los hechos imponibles que se produzcan a partir 
del día 1 de enero de 2018

Uno. Artículo 173.
«1. Están exentos de este impuesto los incrementos de valor 
que se manifiesten a consecuencia de los actos siguientes:

a) Las aportaciones de bienes y derechos realizadas por los 
cónyuges a la sociedad conyugal, las adjudicaciones que 
a su favor y en pago de ellas se verifiquen y las trasmisio-
nes que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes 
comunes.

b) Las transmisiones de toda clase de bienes por herencia, 
legado, dote, donación o cualquier otro título gratuito que 
tenga lugar entre ascendientes, descendientes y cónyu-
ges.

c) Las transmisiones de bienes entre cónyuges o a favor de 
los hijos, como consecuencia del cumplimiento de sen-
tencias en los casos de nulidad, separación o divorcio, 
cualquiera que sea el régimen económico matrimonial.

d) La constitución y transmisión de cualesquiera derechos 
de servidumbre.

No obstante, cuando se produjeran los negocios jurídi-
cos mencionados en las letras a) a c) anteriores, aquéllos 
no interrumpirán el plazo de veinte años previsto en el 
artículo 175. En la posterior transmisión de los inmue-
bles se entenderá que el número de años a lo largo de los 
cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor 
de los terrenos no se ha interrumpido por causa de los 
negocios jurídicos previstos en dichas letras.

e) Las transmisiones de bienes o la constitución o transmi-
sión de derechos reales de goce limitativos del dominio 
a título lucrativo a favor de las entidades a las que resul-
te de aplicación el régimen fiscal previsto en la Ley Foral 
10/1996, de 2 de julio, reguladora del régimen tributario 
de las Fundaciones y de las actividades de patrocinio, o a 
favor de las personas y entidades beneficiarias del mece-
nazgo cultural a que se refiere el artículo 4 de la Ley Foral 
8/2014, de 16 mayo, reguladora del mecenazgo cultural y 
de sus incentivos fiscales en la Comunidad Foral de Na-
varra.

Para tener derecho a la exención regulada en esta letra será 
preciso que tales bienes o derechos se afecten a las activida-
des que constituyan la finalidad específica de las entidades de 
la Ley Foral 10/1996, o bien a los proyectos o actividades rea-
lizados por las personas o entidades de la Ley Foral 8/2014 
que sean declarados de interés social por el departamento 
del Gobierno de Navarra competente en materia de cultura.
2. Asimismo, están exentos de este impuesto los incremen-

tos de valor correspondientes cuando la obligación de sa-
tisfacer dicho impuesto recaiga sobre las siguientes per-
sonas o entidades:

a) La Comunidad Foral de Navarra, el Estado, las comuni-
dades autónomas, así como sus respectivos organismos 
autónomos de carácter administrativo.

b) El municipio de la imposición y demás entidades locales 
integradas o en las que se integre dicho municipio y sus 
organismos autónomos de carácter administrativo.

c) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las mutua-
lidades de previsión social reguladas en la Ley 20/2015, 
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de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

d) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido 
la exención en tratados o convenios internacionales.

e) Los titulares de concesiones administrativas revertibles 
respecto de los terrenos afectos a éstas.»»

Dos. Artículo 174.3.
«3. En las transmisiones de otros bienes distintos de la vi-
vienda habitual realizadas por los deudores hipotecarios en 
el curso de una ejecución hipotecaria judicial o extrajudicial, 
en el ámbito de un procedimiento concursal, la persona o 
entidad que adquiera el inmueble tendrá la consideración de 
sustituto del contribuyente y podrá repercutir sobre éste el 
importe del gravamen».

Tres. Artículo 175.
«1. La base imponible de este impuesto está constituida por 
el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, 
puesto de manifiesto en el momento del devengo y experi-
mentado a lo largo de un periodo máximo de 20 años, y se 
determinará multiplicando el valor del terreno en el momento 
del devengo, calculado conforme a lo dispuesto en los apar-
tados 3, 4, 5 y 6 de este artículo, por el coeficiente que co-
rresponda al periodo de generación conforme a lo previsto 
en su apartado 2.
2. El periodo de generación del incremento de valor será:
a) Cuando se transmita la propiedad del terreno, ya sea a tí-

tulo oneroso o lucrativo, el número de años transcurridos 
desde la fecha de adquisición del terreno hasta la fecha de 
su transmisión.

b) Cuando se constituya un derecho real limitativo del domi-
nio, el número de años transcurridos desde la fecha de 
adquisición del terreno hasta la fecha de la constitución 
del derecho real.

c) Cuando se transmita un derecho real limitativo del domi-
nio, el número de años transcurridos desde la fecha de la 
adquisición del derecho hasta la fecha de su trasmisión.

En el cómputo del número de años transcurridos se toma-
rán años completos, sin tener en cuenta las fracciones de 
año. 

En el caso de que el periodo de generación sea inferior a 
un año, se prorrateará el coeficiente anual teniendo en cuen-
ta únicamente el número de meses completos, sin tener en 
cuenta las fracciones de mes.

El coeficiente a aplicar sobre el valor del terreno en el mo-
mento del devengo, calculado conforme a lo dispuesto en 
este artículo, será el que corresponda de los aprobados por el 
ayuntamiento según el periodo de generación del incremento 
de valor, sin que pueda exceder de los límites siguientes:
Periodo de Generación:
• 0,63 Igual o superior a 20 años.
• 0,58 19 años.

• 0,51 18 años.
• 0,36 17 años.
• 0,21 16 años.
• 0,06 15 años.
• 0,06 14 años.
• 0,06 13 años.
• 0,06 12 años.
• 0,06 11 años.
• 0,06 10 años.
• 0,06 9 años.
• 0,06 8 años.
• 0,06 7 años.
• 0,06 6 años.
• 0,06 5 años.
• 0,06 4 años.
• 0,11 3 años.
• 0,13 2 años.
• 0,13 1 año.
• 0,06 Inferior a 1 año.

Estos coeficientes máximos serán actualizados anualmente 
con arreglo a lo establecido en el artículo 58.2.
3. En las transmisiones de terrenos el valor de los mismos 

en el momento del devengo será el valor que resulte de la 
aplicación de la Ponencia de Valores vigente, aun cuando 
aquéllos fuesen parte integrante de un bien declarado es-
pecial o no se hubiera determinado aún el valor individua-
lizado del bien inmueble transmitido.

No obstante lo anterior, cuando en el momento de la 
transmisión del terreno la Ponencia de Valores que se en-
cuentre vigente no plasme la naturaleza urbana del mismo 
a los efectos de este impuesto o cuando las circunstan-
cias urbanísticas del terreno hayan variado respecto de 
las contempladas en la Ponencia, se practicará una liqui-
dación provisional conforme al valor resultante de dicha 
Ponencia. Una vez aprobada la nueva Ponencia de Valores 
en que se asigne el valor acorde con la nueva realidad 
urbanística del terreno en el momento del devengo, se 
girará la liquidación definitiva referida a la fecha de deven-
go del impuesto, con devolución, en su caso, del exceso 
satisfecho.

A tales efectos se corregirá el valor resultante de la nue-
va Ponencia de Valores multiplicándolo por un coeficiente 
igual al cociente entre la media ponderada del valor por 
metro cuadrado de todos los terrenos considerados como 
de naturaleza urbana por la Ponencia vigente en el momen-
to del devengo y la media ponderada por metro cuadrado 
asignada por la nueva Ponencia a esos mismos terrenos.

4. En la constitución y transmisión de derechos reales de 
goce limitativos del dominio, el coeficiente que correspon-
da al periodo de generación conforme a lo previsto en el 
apartado 2, se aplicará sobre la parte del valor definido 
en el número anterior que represente, respecto del mis-
mo, el valor de los referidos derechos calculado mediante  
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la aplicación de las normas fijadas a efectos del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados.

5. En la constitución o transmisión del derecho a elevar una 
o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho 
de realizar la construcción bajo suelo sin implicar la exis-
tencia de un derecho real de superficie, el coeficiente que 
corresponda al periodo de generación conforme a lo pre-
visto en el apartado 2, se aplicará sobre la parte del valor 
definido en el apartado 3 que represente, respecto del mis-
mo, el módulo de proporcionalidad fijado en la escritura de 
transmisión o, en su defecto, el que resulte de establecer 
la proporción entre la superficie o volumen de las plantas 
a construir en vuelo o subsuelo y la total superficie o volu-
men edificados una vez construidas aquéllas.

6. En los supuestos de expropiación forzosa, el coeficiente 
que corresponda al periodo de generación conforme a lo 
previsto en el apartado 2, se aplicará sobre la parte del 
justiprecio que corresponda al valor del terreno.»

Cuatro. Artículo 176.2.
«2. La escala de gravamen será fijada por el Ayuntamiento, 
sin que el tipo mínimo pueda ser inferior al 8 por 100 ni el 
tipo máximo pueda superar el 25 por 100».

Cinco. Supresión del apartado 4 del artículo 178.

Seis. Artículo 178.5.
«5. Las liquidaciones del impuesto se notificarán íntegramen-
te a los sujetos pasivos con indicación del plazo de ingreso y 
expresión de los recursos procedentes».

Siete. Adición de una disposición adicional decimotercera.
«Disposición adicional decimotercera.– Aprobación por los 
Ayuntamientos de los coeficientes y de los tipos de gravamen 
a aplicar en el Impuesto sobre el incremento del valor de los 
terrenos de naturaleza urbana
1. En tanto los Ayuntamientos no aprueben los coeficientes 

previstos en el artículo 175, se aplicarán los consignados 
en dicho artículo.

2. No obstante lo dispuesto en el artículo 64, para el año 
2018 los Ayuntamientos podrán aprobar los coeficientes 
y los tipos de gravamen con posterioridad al 1 de enero  
de ese año, surtiendo efectos a partir del día siguiente al 
de su publicación.»

[...]

Disposición transitoria única.– Régimen transitorio apli-
cable a determinadas liquidaciones del impuesto sobre el 
incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana

Uno. Liquidaciones firmes correspondientes a hechos impo-
nibles producidos con anterioridad al día 15 de julio de 2017.

En relación con las liquidaciones del impuesto sobre el in-
cremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, 
correspondientes a hechos imponibles producidos con an-
terioridad al día 15 de julio de 2017, que hayan adquirido 
firmeza con anterioridad a dicha fecha, se aplicarán las si-
guientes reglas:
1.ª No resultará de aplicación lo dispuesto en la presente ley 

foral.
2.ª No procederá la devolución de ingresos indebidos.
3.ª Continuarán hasta su completa terminación los proce-

dimientos recaudatorios derivados de las mencionadas 
liquidaciones y se exigirán íntegramente las deudas tribu-
tarias aplazadas o fraccionadas.

A las liquidaciones del impuesto sobre el incremento del 
valor de los terrenos de naturaleza urbana, correspondientes 
a hechos imponibles producidos con anterioridad al día 15 de 
julio de 2017, que hayan adquirido firmeza con posterioridad 
a dicha fecha se les aplicarán las reglas del apartado dos de 
esta disposición.

Dos. Liquidaciones firmes correspondientes a hechos impo-
nibles producidos entre el día 15 de julio de 2017 y el 31 de 
diciembre de 2017, ambos inclusive.

En relación con las liquidaciones del impuesto sobre el 
incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, 
correspondientes a hechos imponibles producidos entre el 
día 15 de julio de 2017 y el 31 de diciembre de 2017, am-
bos inclusive, que hayan adquirido firmeza se aplicarán las 
siguientes reglas:
1.ª Resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo primero 

de la presente ley foral.
2.ª En el caso de que, con arreglo a lo dispuesto en la regla 

anterior, se confirme la sujeción al impuesto, se aplicará 
la normativa vigente en el momento del devengo.

Tres. Liquidaciones que no hayan adquirido firmeza, corres-
pondientes a hechos imponibles producidos hasta el día 31 
de diciembre de 2017, inclusive.

En relación con las liquidaciones del impuesto sobre el in-
cremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, co-
rrespondientes a hechos imponibles producidos hasta el día 
31 de diciembre de 2017 inclusive, que no hayan adquirido 
firmeza se aplicarán las siguientes reglas:

1.ª Resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo primero 
de la presente ley foral.

2.ª En el caso de que, con arreglo a lo dispuesto en la regla 
anterior, se confirme la sujeción al impuesto, se aplicará 
la normativa vigente en el momento del devengo.

Cuatro. Liquidaciones recurridas pendientes de resolución.
1. Los recursos de reposición contra liquidaciones a las 

que sea de aplicación esta disposición transitoria, que  
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se encuentren pendientes de resolución, se resolverán con 
arreglo a lo dispuesto en ella.

2. Los recursos contra liquidaciones a las que sea de apli-
cación esta disposición transitoria, que se encuentren 
pendientes de resolución en el Tribunal Administrativo de 
Navarra o en los órganos jurisdiccionales, se resolverán 
con arreglo a lo dispuesto en ella.
A estos efectos, en los casos en que resulte procedente, 

el Tribunal Administrativo de Navarra y los órganos jurisdic-
cionales remitirán a los Ayuntamientos correspondientes los 
expedientes pendientes de resolución para que estos últimos 
practiquen, en su caso, las nuevas liquidaciones que resulten 
pertinentes con arreglo a lo dispuesto en esta disposición 
transitoria. En estos supuestos declararán conclusos los pro-
cedimientos, sin perjuicio de los nuevos recursos que pue-
dan interponer los interesados contra las liquidaciones que 
se dicten por parte de los Ayuntamientos.

DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera.– Habilitación normativa

Se autoriza al Gobierno de Navarra para dictar cuantas dispo-
siciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente ley foral.

Disposición final segunda.– Entrada en vigor

Con los efectos en ella previstos, esta ley foral entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra.

Puede consultar el texto íntegro en el siguiente enlace: 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/01/23/pdfs/BOE-A-2018-804.pdf
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